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«La libertad, Sancho, es uno de los más preciosos dones

que a los hombres dieron los cielos; con ella no pueden igualarse

los tesoros que esconde la tierra ni el mar encubre; por la libertad

así como por la honra se puede y debe aventurar la vida,

y por el contrario el cautiverio es el mayor mal que puede

venir a los hombres»





Prólogo 



El Tribunal Europeo de Derechos Humanos apuntó hace casi tres décadas, en su conocida sentencia Campbell y Fell v. Reino Unido, con una frase afortunada que encuentra recurrente acomodo en la práctica totalidad de trabajos que se acercan al ámbito penitenciario, que la justicia no debe detenerse a la puerta de las prisiones. Una expresión feliz que ha encontrado también mimético refugio en las resoluciones de nuestro Tribunal Constitucional desde la STC 74/1985. Recordemos que nuestro Alto Tribunal ha dictado una amplia batería de resoluciones en esta materia que comenzó con la STC 29/1981, en un caso sobre presentación de escritos en centros penitenciarios, y cuya última resolución data de mayo pasado, la STC 59/2011, donde llegó a criticar severamente al órgano judicial del que emanó la resolución recurrida por una «negativa manifiesta del deber de acatamiento de la doctrina del Tribunal Constitucional».

La importancia de no perder en ningún momento de vista esa idea tan magníficamente expresada por la Corte de Estrasburgo, deriva del hecho de que, como certeramente apuntó DÍEZ PICAZO, la limitación de derechos inherente a la privación de libertad da lugar a menudo a prácticas y situaciones que se hallan en esa franja de incertidumbre entre lo que es constitucionalmente admisible y lo que no lo es.

De todos es sabido que nuestro constituyente incorporó, en lo que podríamos calificar de núcleo duro de los derechos y libertades, una previsión específica relativa a la preservación de los derechos fundamentales en el ámbito penitenciario: «El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de todos los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria». Un punto al que se añadía otro elemento fundamental: la orientación de las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad a la reeducación y reinserción social, no pudiendo consistir en trabajos forzados. E igualmente, la referencia más específica, suerte de brindis al sol, de que «en todo caso» se tendría también derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

Una previsión innovadora que nos pone de manifiesto, como destacó ALZAGA, la preocupación que embargó a los parlamentarios constituyentes por la situación de la población reclusa.

La novedad o la originalidad de esta previsión no derivaría tanto de la previsión constitucional expresa a los fines de la pena (que también, pues apenas la encontraríamos en algún texto constitucional como el italiano, por ejemplo -Le pene non possono consistere in trattamenti contrari al senso di umanità e devono tendere alla rieducazione del condannato-) como por la expresa reseña a la pervivencia de los derechos, cuestión que suele ser objeto de la específica normativa penitenciaria, y en la mayoría de las ocasiones formuladas no de forma general sino al hilo de específicas cuestiones penitenciarias (en el ámbito europeo sólo encontraríamos una reseña similar en el caso portugués -Os condenados a quem sejam aplicadas pena ou medida de segurança privativas da liberdade mantêm a titularidade dos direitos fundamentais, salvas as limitações inerentes ao sentido da condenação e às exigências próprias da respectiva execução-).

Todavía a día de hoy sigue siendo elemento sorprendentemente extraño en los cuerpos constitucionales más aún cuando cada vez contienen relaciones de derechos tan extensas. Hay que apuntar en todo caso que en algunas Constituciones latinoamericanas aprobadas en los últimos años -Bolivia, Ecuador o Venezuela- sí encontramos previsiones en esta línea, acompañadas incluso de elementos trufados del mayor de los optimismos; no en vano, a veces, más que textos jurídicos parece que estemos releyendo alguno de los capítulos de aquella nova insula Vtopiae. Más aún cuando la realidad de los informes de las instituciones nacionales de defensa de los derechos humanos, de la Federación Iberoamericana de Ombudsmen, de observadores externos, nos presentan un panorama completamente desolador. No es extraño en todo caso ya que las democracias iberoamericanas suelen convivir estructuralmente con un poder taumatúrgico atribuido a los textos constitucionales. La «felicidad de la Nación», por servirnos de las conocidas previsiones de nuestro texto constitucional de 1812, se vincula de manera inmediata a la articulación de un texto constitucional. «Establezcamos una buena Constitución y todo lo demás vendrá por añadidura», destacó ELOY TERRÓN al reflexionar sobre aquel texto. Taumaturgia que, como destacó QUIROGA, convive en algunos países, demasiado habitualmente, con el claro «contraste entre la propuesta normativa y el incumplimiento social, su ignorancia o la imposibilidad para llevarlo a cabo».

No obstante, sabido es que el elemento utópico, como motor del movimiento constitucionalista, ha desempeñado un papel básico como ha apuntado CARLOS DE CABO. Pareciera innecesario tener que recordar historias como las del muchacho que se entrenaba para lanzar piedras que alcanzaran la luna; nunca lo logró evidentemente, pero sí se convirtió en la persona que más alto tiraba las piedras de su pueblo. La fijación de metas difíciles o imposibles hoy puede ser el revulsivo necesario para hacerlas posible mañana; y la explicación del progreso en una materia tan delicada como la penitenciaria, en la que tantos logros se han alcanzado, pero tantos faltan por lograr, justifican monografías como la que me honro prologar.

Más allá de estas cuestiones, lo cierto es que tras la aprobación de nuestro texto constitucional, y la incorporación de la innovadora reseña supra referida, el legislador desarrollo tempranamente la normativa penitenciaria.

La Ley Orgánica General Penitenciaria se aprobó en septiembre de 1979. Una ley que pretendió plasmar en buena medida, como se ha señalado repetidamente, nuestra definitiva incorporación a los modernos movimientos de reforma penitenciaria. Como elemento destacado podemos apuntar que fue la primera Ley Orgánica de nuestra democracia; después de ella se aprobaría la normativa reguladora del Tribunal Constitucional. El dato no es baladí.

Un movimiento reformista cuyo referente directo no sería otro que la prevalencia de los derechos y el respeto a la dignidad humana. Y una adaptación que, a cuentagotas, ya se había venido produciendo, a la par que se sucedían los trabajos de las Cortes Constituyentes; recordemos la aprobación del Decreto que en julio de 1977 modificó el Reglamento de los Servicios Penitenciarios de 1956. Esta Ley se elaboró teniendo ciertamente presente tanto las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de Naciones Unidas como las Reglas Penitenciarias Europeas elaboradas en el marco del Consejo de Europa (estas últimas respondieron a un intento de especificar, singularizar o actualizar las vagas prescripciones de aquellas primeras).

Y una ley, en cuya exposición de motivos, curiosamente no recogida en el texto definitivo de la norma, se partía de la idea de la difícil sustitución de la pena de prisión por otra de distinta naturaleza que, evitando los males y defectos inherentes a la reclusión, pudiera servir en la misma o en mejor medida a las necesidades requeridas por la defensa social.

El desarrollo reglamentario también fue afortunadamente temprano y con un extenso articulado (más de cuatrocientas disposiciones) cuyo pórtico no era otro que la reeducación y reinserción social como fin «primordial» de las instituciones penitenciarias. Tres lustros después, este Reglamento fue derogado casi en su totalidad procediéndose a una importante reforma en diferentes aspectos. Alguno de los elementos reformados, por ejemplo, permitió recoger la importante exégesis jurisprudencial del Tribunal Constitucional a lo largo de esos años (el tema de los cacheos con desnudo integral, por ejemplo).

Referido lo anterior, y sin más preámbulo, la obra que aquí presentamos ofrece en un cuerpo único un material de notable interés tanto para el investigador en la materia penitenciaria como para los profesionales del ramo o cualquier persona interesada en acercarse a este mundo.

El autor, Tomás MONTERO HERNANZ, cuya presentación en el ámbito penitenciario resulta innecesaria, recoge de forma ordenada la normativa penitenciaria en vigor de mayor relevancia: la Ley Orgánica General Penitenciaria, el Reglamento Penitenciario, artículos en vigor del Reglamento Penitenciario del 81 o del Reglamento de los Servicios de Prisiones del 56, el Real Decreto por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de localización permanente en centro penitenciario, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de la penas privativas de libertad y sustitución de penas, el Real Decreto que regula la relación laboral de carácter especial de los penados que realicen actividades laborales en talleres penitenciarios y la protección de seguridad social de los sometidos a penas de trabajo en beneficio de la comunidad, el Real Decreto por el que se aprueba el Estatuto del organismo autónomo de trabajo penitenciario y formación para el empleo y el Real Decreto sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias.

Este trabajo recopilatorio que por sí sólo ya tendría sentido por su función de ayuda al especialista, se ve completada por un ingente trabajo en donde cada artículo de cada norma se acompaña de las correspondientes concordancias normativas (normas y artículos con los que cada artículo guarda relación -con sus oportunas modificaciones, mas manteniendo los articulados antiguos para su posible comparación-) y las diferentes referenciales jurisprudenciales existentes, todas ellas comentadas. Mas no solo eso sino que asimismo se reviste y remata con referencias doctrinales sobre los puntos más conflictivos. Comentarios del autor que enriquecen y aclaran los diferentes puntos.

Los detallados apéndices de la obra merecen especial reseña pues nos permiten (por lo que al primero de ellos hace referencia) una visión completa de todas las normas con algún contenido penitenciario vigente: normativa penitenciaria, normas penales, procesales, etc. Asimismo (segundo de los apéndices) los diferentes textos internacionales en la materia; recordemos que hace ya casi un siglo, durante la efímera existencia de la Sociedad de Naciones -constituida en abril de 1919-, se planteó la necesidad de articular reglas internacionales en materia penitenciaria. En el tercero de los bloques se recogen de forma estructurada, indicando el derecho fundamental alegado y la estimación o desestimación del recurso, la relación de la extensa jurisprudencia constitucional en la materia. En el cuarto las resoluciones del Tribunal de Conflictos con relación en la materia. En el quinto, la totalidad de Circulares o Instrucciones que han venido siendo dictadas por la Administración Penitenciaria. Y el sexto y último las Circulares, Consultas o Instrucciones de la Fiscalía General del Estado. Todo ello se completa con un extenso y oportuno índice analítico que facilita la labor del investigador.

Un trabajo minucioso y de detalle, de una persona profundamente conocedora de todos los complejos pliegues de la administración penitenciaria. Conocedora de la teoría y la realidad de los centros penitenciarios, y que desde una atalaya privilegiada nos ofrece al resto un trabajo serio, riguroso y absolutamente necesario.

La calidad del trabajo no sorprende en modo alguno a todos los que venimos siguiendo su labor durante estos años, dentro del Cuerpo Superior de Técnicos de Instituciones Penitenciarias, especialidad de Jurista, en la actualidad como Jefe de Servicio de Atención y Reinserción de Jóvenes Infractores de la Gerencia de Servicios Sociales de la Junta de Castilla y León.

Al margen de su excelente labor en esas lides, extensísima igualmente es su contribución científica, con seis monografías, más de cincuenta artículos en revistas especializadas (Revista de Estudios Penitenciarios, Boletín Informativo de la Asociación de Técnicos de Instituciones Penitenciarias, Revista de Documentación del Ministerio del Interior, La Ley Penal, Actualidad Jurídica Aranzadi, Revista General de Derecho Penal, etc.) y participación en obras colectivas. En el ámbito docente su trabajo es asimismo digno de elogio, pudiéndose destacar su amplia etapa como profesor de Derecho penitenciario en diferentes centros de estudio, Escuelas Judiciales o Escuelas de Práctica Jurídica, entre ellas la de la Universidad Nacional de Educación a Distancia. También debe destacarse, por supuesto, su larga trayectoria como coordinador de diferentes jornadas y seminarios. Un profundo conocimiento del mundo penitenciario que han merecido la atención más allá de nuestras fronteras donde ha colaborado como experto en una amplia relación de países iberoamericanos tratando de mostrar nuestros modelos, con sus virtudes y sus defectos.

Para terminar estas notas (el avezado lector debería haber prescindido ya de la lectura de este prólogo para sumergirse en el trabajo de Tomás MONTERO HERNANZ) conviene recordar que la historia de la prisión en los términos que es concebida en la actualidad tiene un relativamente corto recorrido, especialmente si lo comparamos a otras penas, no en vano en sus primeros momentos, como es sabido, se vincula esencialmente a una idea de detención y custodia previa al castigo. Sin pretender hacer un largo excursus sobre esta cuestión, podemos apuntar ejemplificativamente esa clásica cita del Digesto al abordar esta materia, donde ULPIANO reseñaba carcer enim ad continendos homines, non ad puniendos haberi debent. O, también, en nuestro entorno más cercano, podemos leer en Las Partidas que «la cárcel debe ser para guardar los presos, e non para facerles enemiga, nin otro mal, nin darles pena en ellas» así como «la cárcel non es dada para escarmentar los yerros, mas para guardar los presos tan solamente en ella fasta que sean judgados». La reclusión es una pena característicamente burguesa, como apunta FERRAJOLI, que no impide que «atisbos de cárcel-pena se puedan rastrear en los derechos punitivos de muchos pueblos antiguos»; en palabras de TÉLLEZ AGUILERA «si bien la regla general de la función del encarcelamiento hasta, como mínimo, el siglo XVI es la de mera custodia del reo hasta el momento del juicio o de la ejecución de la pena, existen numerosos testimonios que testifican el no desconocimiento total de la cárcel-pena en épocas anteriores». Mucho ha llovido desde entonces, y afortunadamente en ese recorrido los derechos encontraron finalmente acogida bajo los muros de las prisiones, ese «mal necesario» que apuntó con acierto la exposición de motivos de nuestra Ley penitenciaria, y poco tiempo antes GARCÍA VALDÉS en su trabajo sobre la reforma de las cárceles. Si bien, al menos con relación a nuestros centros penitenciarios, ya no cabe apelar como hacía CERVANTES al comienzo de El Quijote a ese lugar donde toda incomodidad tiene su asiento y donde todo triste ruido hace su habitación, sí tiene sentido, sin salirnos de esa inmortal obra, recordar ese capítulo, en el que, tras relatársenos la historia de la princesa Micomicona, el Cautivo cuenta su vida y sucesos, y tras explicar sus peripecias desde las montañas de León a Constantinopla, señalaba que no hay en la tierra contento que se iguale a alcanzar la libertad perdida.

Fernando REVIRIEGO PICÓN 

Profesor Titular de Derecho Constitucional 

Secretario de la Escuela de Práctica Jurídica 

UNED 

Madrid. Octubre 2011 






Abreviaturas 





	BOA
	Boletín Oficial de Aragón



	BOC
	Boletín Oficial de Cantabria



	BOCA
	Boletín Oficial de Canarias



	BOCM
	Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid



	BOCyL
	Boletín Oficial de Castilla y León



	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	BOIB
	Boletín Oficial de las Islas Baleares



	BOJA
	Boletín Oficial de la Junta de Andalucía



	BON
	Boletín Oficial de Navarra



	BOPA
	Boletín Oficial del Principado de Asturias



	BOR
	Boletín Oficial de la Rioja



	BORM
	Boletín Oficial de la Región de Murcia



	CE
	Constitución Española



	CEDH
	Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950



	CP
	
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal



	CP 1973
	Texto Refundido del Código Penal publicado por Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre



	D
	Decreto



	DA
	Disposición adicional



	DD
	Disposición derogatoria



	DF
	Disposición final



	DGIP
	Dirección General de Instituciones Penitenciarias



	DOCM
	Diario Oficial de Castilla-La Mancha



	DOE
	Diario Oficial de Extremadura



	DOG
	Diario Oficial de Galicia



	DOGC
	Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña



	DOGV
	Diario Oficial de la Generalitat Valenciana



	DT
	Disposición transitoria



	DUDH
	Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada y proclamada por la Asamblea General en su resolución núm. 217 A de 10 de diciembre de 1948.



	ET
	
Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores



	FGE
	Fiscalía General del Estado



	FJ
	Fundamento jurídico



	JVP
	Juez de Vigilancia Penitenciaria



	LEC
	Ley de Enjuiciamiento Civil



	LECr
	Ley de Enjuiciamiento Criminal



	LO
	Ley Orgánica



	LOGP
	
Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria



	LOPJ
	
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial



	LORPM
	
Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores



	LRJAP-PAC
	
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común



	OATPFE
	Organismo Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo



	PIDCP
	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas en la resolución núm. 2200 de 16 de diciembre de 1966 y en vigor desde el 23 de marzo de 1976



	RD
	Real Decreto



	RLORPM
	
Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores



	RP
	
Real Decreto 190/1996, de 2 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario



	RP 1981
	
Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario



	RPE
	Recomendación Rec (2006) 2 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los estados miembros sobre las reglas penitenciarias europeas, adoptado el 11 de enero de 2006, en la 952.ª reunión de Delegados de Ministros.



	RSP
	Reglamento de los Servicios de Prisiones aprobado por Decreto de 2 de febrero de 1956



	SGIIPP
	Secretaría General de Instituciones Penitenciarias



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional



	STCJ
	Sentencia del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo



	TC
	Tribunal Constitucional



	TS
	Tribunal Supremo









Modificaciones 



- Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre, sobre modificación de la Ley Orgánica General Penitenciaria(BOE núm. 302, de 19 de diciembre de 1995).

- Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial; la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, y la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial (BOE núm. 127, de 28 de mayo de 2003).

- Ley Orgánica 6/2003, de 30 de junio, de modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria(BOE núm. 156, de 1 de julio de 2003).

- Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas (BOE núm. 156, de 1 de julio de 2003).







Preámbulo Proyecto de Ley 

 (Boletín Oficial de Las Cortes núm. 148, de 15 de septiembre de 1978) 




La necesidad de una Ley General Penitenciaria en nuestro ordenamiento había sido puesta de relieve desde hace largo tiempo por la doctrina, al no constituir el Código Penal ni la Ley de Enjuiciamiento Criminal lugares adecuados para una regulación de la ejecución de las penas y medidas privativas de libertad, y al no revestir las normas reglamentarias la fijeza que demanda la consagración positiva de los derechos y deberes fundamentales de los internos.

Tal laguna pretende ser colmada por la presente disposición que, en síntesis, comprende las normas fundamentales relativas al estatuto jurídico del interno, las funciones y cometidos de la Administración Penitenciaria, la competencia del Juez de Vigilancia de ejecución de las penas, de nueva creación en el ordenamiento español, y una referencia al papel también protagonista que corresponde a la sociedad, tan implicada en las funciones penitenciarias como lamentablemente lo está en la génesis de la delincuencia. Para la redacción de esta normativa se han tenido principalmente en cuenta, junto a las conclusiones de la ciencia penitenciaria de nuestro tiempo, las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos elaboradas por las Naciones Unidas y el Consejo de Europa, los pactos internacionales sobre derechos humanos, las leyes penitenciarias de los países más avanzados y el anteproyecto de Constitución española.

Las prisiones son un mal necesario y, no obstante, la indiscutible crisis de las penas de privación de libertad, previsiblemente habrán de seguirlo siendo por mucho tiempo. Los cambios de las estructuras sociales y de los regímenes políticos determinarán, sin duda, modificaciones esenciales en la concepción y realidad sociológica de la delincuencia, así como en las sanciones legales encaminadas a su prevención y castigo, pero es difícil imaginar el momento en que la pena de privación de libertad, predominante hoy día en los ordenamientos penales de todos los países, pueda ser sustituida por otra de distinta naturaleza, que, evitando los males y defectos inherentes a la reclusión, pueda servir en la misma o en mejor medida a las necesidades requeridas por la defensa social.

La finalidad fundamental que doctrina y legislación atribuyen en la actualidad a las penas y medidas de privación de libertad es la prevención especial, entendida como reeducación y reinserción social de los condenados, sin perjuicio de prestar atención debida a las finalidades de advertencia e intimidación que la prevención general demanda, y a la proporcionalidad de las penas con la gravedad de los delitos cometidos que el sentido más elemental de justicia requiere.

Al defender en primer término la finalidad resocializadora de la pena, la ley pretende significar que el penado no es un ser eliminado de la sociedad, sino una persona que continúa formando parte de la misma, incluso como miembro activo, si bien sometido a un particular régimen jurídico, motivado por el comportamiento antisocial anterior de aquél y encaminado a preparar su vuelta a la vida libre en las mejores condiciones para ejercitar socialmente su libertad. De aquí se desprende una doble consecuencia: la necesidad de que el Derecho, como elemento garantizador, discipline minuciosamente la situación del interno en relación con la sociedad que le sanciona y desea su plena reintegración a la misma, y la necesidad asimismo de contar con la cooperación de las ciencias de la conducta para establecer el tratamiento reformador más apto para la personalidad de cada penado.

La relación que une al penado con la Administración penitenciaria, representante de la sociedad, es una relación jurídica en la que, a los derechos y deberes de una de las partes se contraponen los correspondientes deberes y derechos de la otra. El penado conserva todos los derechos reconocidos a los ciudadanos por las normas jurídicas vigentes, con excepción, naturalmente, de aquellos cuya privación o limitación constituya precisamente el contenido de la pena impuesta, y por ello se ponen a su disposición los medios adecuados para su defensa, así como para la defensa de aquellos derechos que nacen específicamente de la condición de interno. Paralelamente se prohíben los abusos por parte de la Administración penitenciaria, se crea un órgano judicial de vigilancia de la actividad de la misma, y se atribuye a la citada Administración una labor de asistencia y tutela al lado de sus funciones de vigilancia y tratamiento. Al propio tiempo hay que señalar los deberes y obligaciones propios de los internos, consecuencia, bien de la aplicación de normas constitucionales válidas para todos los españoles, bien de la indiscutible obligación fundamental de respetar la prisión preventiva o de cumplir la pena o la medida impuesta por sentencia judicial, para cuya consecución la Administración ha de contar con los pertinentes medios coercitivos y disciplinarios, que combinen justamente un criterio de rigor en la defensa del orden en los establecimientos, requerido por las propias necesidades del internamiento y la demanda social de paz, con el humanismo que inspira toda la reforma.

La sanción de privación de libertad se concibe como tratamiento, esto es, como actividad directamente dirigida a la consecución de la reeducación y reinserción social de los penados, mediante la utilización de los métodos científicos adecuados. El tratamiento no pretende consistir en una modificación impuesta de la personalidad del hombre, sino en una puesta a disposición del mismo de los elementos necesarios para ayudarle a vivir fecundamente su libertad. En consecuencia, será programado, individualizado y voluntario, estimulándose la colaboración personal del interno, llamado a desempeñar un papel cada vez más intensamente protagonista, en el marco de un sistema penitenciario progresivo, dotado de una flexibilidad que lo aleje de los precedentes clásicos aproximándolo a lo que podría denominarse un «sistema de individualización científica».

Como resumen de cuanto antecede, cabe indicar que los rasgos más sobresalientes de esta ley son los siguientes: consagración expresa del principio de legalidad con referencia a la ejecución de las penas y medidas penales, potenciación del régimen abierto y reducción del cerrado a supuestos extraordinarios, sumisión general del régimen penitenciario a las exigencias del tratamiento científico de los internos, trabajo equiparado al trabajo en libertad, régimen disciplinario adaptado a las normas promulgadas en 1973 por el Consejo de Europa, implantación de la figura del Juez de Vigilancia como órgano decisivo amparador de los derechos de los internos, importancia atribuida a la asistencia social durante el internamiento y postpenitenciaria, que conduce a la creación de la Comisión de Asistencia Social y del Cuerpo de Asistentes Sociales al servicio de la Administración Penitenciaria como elementos claves de dicha asistencia.

Una Ley Penitenciaria no puede representar ni resolver por sí sola las complejas cuestiones que plantea la Administración de Justicia en sus diversas facetas, ni siquiera solamente en la ejecutiva. Por eso esta disposición se inserta en un contexto general de renovación de nuestra legislación, del que cabe destacar muy especialmente las reformas en curso del Código Penal y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que afectarán, respectivamente, entre otros extremos, a las clases y duración de las penas de privación de libertad, sustitutivos penales, extensión de la remisión condicional de la pena y de la libertad condicional e instituciones análogas, publicidad limitada del Registro de Antecedentes Penales; y a la duración de los plazos procesales, ámbito de aplicación de la prisión preventiva e introducción en el proceso penal de una fase de estudio criminológico del imputado para facilitar el juicio de culpabilidad y la determinación de la pena por el juzgador. Por otra parte, el régimen jurídico de los funcionarios de Instituciones Penitenciarias, sin cuyo esfuerzo ninguna reforma penitenciaria sería posible, y la determinación de los medios materiales precisos para la construcción de nuevos establecimientos y las necesidades del régimen y el tratamiento penitenciario, habrán de ser objeto de regulación en las correspondientes disposiciones. Esta ley constituye, pues, sólo un primer paso en la normalización de la situación penal y penitenciaria de nuestro país y la implantación de un sistema de ejecución de penas y medidas de seguridad más justo y humano, en el marco de un Estado democrático de derecho. Y también constituye, al mismo tiempo, una llamada de atención a la conciencia de la sociedad española, sin cuya participación y colaboración activa y convencida el problema de las prisiones carecerá de solución definitiva.






Artículo 1 




Las Instituciones penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin primordial la reeducación y la reinserción social de los sentenciados a penas y medidas penales privativas de libertad, así como la retención y custodia de detenidos, presos y penados.

Igualmente tienen a su cargo una labor asistencial y de ayuda para internos y liberados.



Concordancias

- CE: 17 y 25.2.

- RP: 2.

- LORPM: 14.

- RLORPM: 8.5.

- PIDCP: 10.3.

- RPE: 6.

- Orden INT/3688/2007, de 30 de noviembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de concesión de ayudas asistenciales a internos en prisión, liberados condicionales y familiares de ambos y de ayudas para la realización de salidas programadas, terapéuticas y concesión de premios y recompensas para los internos en prisión, en el ámbito de competencias del Ministerio del Interior.

Jurisprudencia

Según ha reiterado el TC el artículo 25.2 de la CE no contiene un derecho fundamental, sino un mandato al legislador para orientar la política penal y penitenciaria del que no se derivan derechos subjetivos; ya que lo que pretende es que en la dimensión penitenciaria de la pena privativa de libertad se siga una orientación encaminada a esos objetivos, sin que éstos sean su única finalidad (AATC 15/1984, de 11 de enero, 486/1985, de 10 de julio, 303/1986, de 9 de abril, y 780/1986, de 15 de octubre, y SSTC 2/1987, de 21 de enero, y 28/1988, de 23 de febrero), por lo tanto la invocación de dicho precepto como fuente de un presunto derecho fundamental violentado no dota de mayor consistencia a la pretensión de amparo (STC 167/2003, FJ 6).

Los fines reeducadores y resocializadores no son los únicos objetivos admisibles de la privación penal de libertad, y que por tanto no puede considerarse contraria a la Constitución la aplicación de una pena que pudiera no responder exclusivamente a dicho punto de vista (AATC 985/1986, de 19 de noviembre y 1112/1988, de 10 de octubre, y STC 19/1988, de 16 de febrero).

No es posible, en consecuencia, transformar en derecho fundamental de la persona lo que no es sino un mandato del constituyente al legislador para orientar la política penal y penitenciaria, mandato del que no se derivan derechos subjetivos (AATC 15/1984, de 11 de enero, 739/1986, de 24 de septiembre y 1112/1988, de 10 de octubre y STC 2/1987, de 21 de enero).

Sobre las penas cortas privativas de libertad, el TC ha manifestado que la reeducación y la resocialización... han de orientar el modo de cumplimiento de las privaciones penales de libertad en la medida en que éstas se presten, principalmente por su duración, a la consecución de aquellos objetivos, pues el mandato presente en el enunciado inicial de este artículo 25.2 tiene como destinatarios primeros al legislador penitenciarios y a la Administración por él creada... No cabe, pues, en su virtud, descartar, sin más, como inconstitucionales todas cuantas medidas privativas de libertad -tengan o no el carácter de pena- puedan parecer inadecuadas, por su relativamente corta duración, para cumplir los fines allí impuestos a la Ley y a la Administración penitenciaria (STC 19/1988, de 16 de febrero).






Artículo 2 



La actividad penitenciaria se desarrollará con las garantías y dentro de los límites establecidos por la Ley, los reglamentos y las sentencias judiciales.


Concordancias

- CE: 25.2.

- RP: 3.

- CP: 3.






Artículo 3 




La actividad penitenciaria se ejercerá respetando, en todo caso, la personalidad humana de los recluidos y los derechos e intereses jurídicos de los mismos no afectados por la condena, sin establecerse diferencia alguna por razón de raza, opiniones políticas, creencias religiosas, condición social o cualesquiera otras circunstancias de análoga naturaleza.

En consecuencia:

1. Los internos podrán ejercitar los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, sin exclusión del derecho de sufragio, salvo que fuesen incompatibles con el objeto de su detención o el cumplimiento de la condena.

2. Se adoptarán las medidas necesarias para que los internos y sus familiares conserven sus derechos a las prestaciones de la Seguridad Social, adquiridos antes del ingreso en prisión.

3. En ningún caso se impedirá que los internos continúen los procedimientos que tuvieren pendientes en el momento de su ingreso en prisión y puedan entablar nuevas acciones.

4. La Administración penitenciaria velará por la vida, integridad y salud de los internos.

5. El interno tiene derecho a ser designado por su propio nombre.



Concordancias

- CE: 14 y 25.

- RPE: 1, 2, 13 y 24.11.

- Apartado 1:


	
- RP: 5.2.c). 

	
- CP: 41 y 44. 



- Apartado 2:

	
-Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social: 212.2.c). 


- Apartado 4:

	
- RP: 5.2.a) y 75. 


- Apartado 5:

	
- RP: 4.2.b). 


- Instrucción 14/2005 DGIP: Programa marco de prevención de suicidios.

- Instrucción 3/2006 TyG/S: Atención penitenciaria a internos en tratamiento médico de especial penosidad.

- Instrucción 7/2006 TGP: Integración penitenciaria de personas transexuales.

Comentarios

El artículo 212.2.c) del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social establece que el derecho a la percepción de la prestación por desempleo se suspenderá mientras el titular del derecho esté cumpliendo condena que implique privación de libertad, salvo que el titular tuviese responsabilidades familiares y no disfrutara de renta familiar alguna cuya cuantía exceda del salario mínimo interprofesional.

Jurisprudencia

Alimentación forzosa

En relación a si la alimentación forzosa a internos en huelga de hambre vulnera derechos fundamentales de éstos ver SSTC 120/1990, de 27 de junio, 137/1990, 19 de julio, 11/1991, de 17 de enero y 67/1991, de 22 de marzo. En la reseña de jurisprudencia al artículo 210 del RP se recogen algunos extractos de estas sentencias.






Artículo 4 




1. Los internos deberán:

a) Permanecer en el establecimiento a disposición de la autoridad que hubiere decretado su internamiento o para cumplir las condenas que se les impongan, hasta el momento de su liberación.

b) Acatar las normas de régimen interior, reguladoras de la vida del establecimiento, cumpliendo las sanciones disciplinarias que le sean impuestas en el caso de infracción de aquéllas, y de conformidad con lo establecido en el artículo 44.

c) Mantener una normal actitud de respeto y consideración con los funcionarios de instituciones penitenciarias y autoridades judiciales o de otro orden, tanto dentro de los establecimientos penitenciarios como fuera de ellos con ocasión de traslado, conducciones o prácticas de diligencias.

d) Observar una conducta correcta con sus compañeros de internamiento.

2. Se procurará fomentar la colaboración de los internos en el tratamiento penitenciario con arreglo a las técnicas y métodos que les sean prescritos en función del diagnóstico individualizado.



Concordancias

- LOGP: 61.1.

- CP: 468 y ss.

- RP: 5, 78, 95.3, 112 y 198.

- RP 1981: 108.e).

Comentarios

Sobre los deberes de los internos ver comentarios al artículo 5 del RP.






Artículo 5 



El régimen de prisión preventiva tiene por objeto retener al interno a disposición de la autoridad judicial. El principio de la presunción de inocencia presidirá el régimen penitenciario de los preventivos.


Concordancias

- CE: 10, 17 y 24.

- LOGP: 64.

- DUDH: 11.1.

- CEDH: 6.2.

- PIDCP: 14.2.

- RP: 96 a 98.

- LECr: 502 a 505 y 520 a 528.

- ET: 45.1.g).

Comentarios

Presunción de inocencia

El artículo 10.2 de la CE prevé que «las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos ratificados por España». En algunos de ellos encontramos reiteras referencias a la presunción de inocencia de las personas no juzgadas:

- Declaración Universal de Derechos Humanos: «Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia, mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa» (artículo 11.1).

- Convenio de Roma del Consejo de Europa para la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales: «Toda persona acusada de una infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido legalmente reconocida» (artículo 6.2).

- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York: «Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley» (artículo 14.2).

Volviendo a la CE, el artículo 24.2 reconoce que todos tienen derecho, entre otros, a la presunción de inocencia.

Se trata, en definitiva, de un principio que afecta al procedimiento y que obliga a considerar inocente al inculpado, mientras no exista prueba que acredite lo contrario.

La prisión preventiva tiene como finalidad retener al interno a disposición de la autoridad judicial. Por ello la presunción de inocencia presidirá el régimen de estos establecimientos, tal y como establece el artículo 5 de la LOGP. Consecuencia de esa finalidad, las limitaciones en su régimen de vida deben ser las estrictamente necesarias y así el artículo 525 de la LECr establece que «no se adoptará contra el detenido o preso ninguna medida extraordinaria de seguridad sino en caso de desobediencia, de violencia o de rebelión, o cuando haya intentado o hecho preparativos para fugarse».

Efectos laborales de la prisión preventiva

El artículo 45.1.g) del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores establece que el contrato de trabajo podrá suspenderse por la privación de libertad del trabajador, mientras no exista sentencia condenatoria.






Artículo 6 



Ningún interno será sometido a malos tratos de palabra u obra.


Concordancias

- CE: 15.

- RP: 5.2.a).

Jurisprudencia

Tratos inhumanos o degradantes

Sobre la calificación de un trato como inhumano o degradante ver SSTC 65/1986, de 22 de mayo, 89/1987, de 3 de junio, 120/1990, de 27 de junio, 57/1994, de 28 de marzo y 119/1996, de 8 de julio:

- STC 65/1986, de 22 de mayo:

«4. Respecto a la supuesta infracción del art. 15 de la Constitución, en cuanto prohíbe la tortura y las penas o tratos inhumanos o degradantes, basta señalar que la calificación de una pena como inhumana o degradante depende de la ejecución de la pena y de las modalidades que ésta reviste, de forma que por su propia naturaleza la pena no acarree sufrimientos de una especial intensidad (penas inhumanas) o provoquen una humillación o sensación de envilecimiento que alcance un nivel determinado, distinto y superior al que suele llevar aparejada la simple imposición de la condena. Tales consideraciones fueron claramente expresadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en su Sentencia de 25 de abril de 1978 (caso Tyrer), al interpretar el art. 3 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos, y son plenamente aplicables a la interpretación del art. 15 de la Constitución, que coincide literalmente con aquél, de acuerdo con lo establecido en el art. 10.2 de la Constitución, según el cual, "las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y Acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España", entre los que se cuenta el mencionado Convenio Europeo. Ahora bien, en el caso que nos ocupa se impuso al recurrente una pena de privación de libertad y otra de inhabilitación absoluta, penas que, independientemente de su mayor o menor extensión, no pueden ser calificadas de inhumanas o degradantes en el sentido antes indicado. Desde este punto de vista no puede inferirse tampoco que el citado art. 15 contenga en modo alguno un principio de proporcionalidad de las penas aplicables al caso presente.»


- STC 89/1987, de 3 de junio:

«Por la misma razón hay que afirmar que esa negativa y la consiguiente imposibilidad de mantener relaciones sexuales no implica tampoco la sumisión a un trato inhumano o degradante, pues, como ya dijimos en nuestra STC 65/1986, recogiendo doctrina del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, para apreciar la existencia de tratos de ese género es necesario que éstos "acarreen sufrimientos de una especial intensidad, o provoquen una humillación o sensación de envilecimiento que alcance un nivel determinado, distinto y superior al que suele llevar aparejada la imposición de la condena" (fundamento jurídico 4.°). La privación de libertad, como preso o como penado, es, sin duda, un mal, pero de él forma parte, sin agravarlo de forma especial, la privación sexual.»


- STC 120/1990, de 27 de junio

«El hecho de que la alimentación forzada, cuya finalidad es impedir la muerte de los recurrentes no pueda considerarse constitutiva de trato inhumano o degradante en razón del objetivo que persigue, no impide sin embargo, por sí mismo, que se le pueda considerar como tal, sea en razón de los medios utilizados, sea por constituir una prolongación del sufrimiento, sin lograr pese a ello, evitar la muerte. Ambos hipotéticos reproches han de ser, sin embargo, también desechados, el primero de ellos, porque ya la resolución impugnada excluye expresamente el recurso a la alimentación por vía oral, que es la única cuyo empleo podría ser entendido como una humillación para quien hubiera de sufrirla y el segundo, porque el propósito de la medida no es el de provocar el sufrimiento, sino el de prolongar la vida.»


- STC 57/1994, de 28 de marzo

«Según la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos recogida en la STC 120/1990, fundamento jurídico 9, para encuadrar una pena o trato en alguna de las categorías del art. 3 del Convenio de Roma de 1950 ha de atenderse a la intensidad de los sufrimientos infligidos a una persona. Habiendo declarado este Tribunal, de conformidad con esa doctrina, que las tres nociones también recogidas en el art. 15 CE ("torturas", "penas o tratos inhumanos", penas o tratos "degradantes") son, en su significado jurídico "nociones graduadas de una misma escala" que en todos sus tramos entrañan, sean cuales fueran los fines, "padecimientos físicos o psíquicos ilícitos e infligidos de modo vejatorio para quien los sufre, y con esa propia intención de vejar y doblegar la voluntad del sujeto paciente" (SSTC 120/1990, fundamento jurídico 9, y 137/1990, fundamento jurídico 7). Y en particular, respecto al concreto ámbito penitenciario, se ha dicho que para apreciar la existencia de "tratos inhumanos o degradantes" es necesario que "estos acarreen sufrimientos de una especial intensidad o provoquen una humillación o sensación de envilecimiento que alcance un nivel determinado, distinto y superior al que suele llevar aparejada una condena" (SSTC 65/1986, fundamento jurídico 4; 2/1987, fundamento jurídico 2; 89/1987, fundamento jurídico 2; 120/1990, fundamento jurídico 9; 137/1990, fundamento jurídico 7 y 150/1991, fundamento jurídico 7). E interesa destacar, de otra parte, que este Tribunal ha declarado que aunque una concreta medida no pueda considerarse constitutiva de trato inhumano o degradante "en razón del objetivo que persigue", ello no impide que se le pueda considerar como tal "en razón de los medios utilizados" (SSTC 120/1990, fundamento jurídico 9 y 137/1990, fundamento jurídico 7).»


- STC 119/1996, de 8 de julio:

«2. Las alegaciones relativas a los arts. 15 y 21 CE son patentemente inadmisibles y no necesitadas de un mayor análisis. La primera, porque tiene por único contenido la privación de comunicaciones especiales y de tenencia de aparato de televisión en la celda, planteado bajo el prisma inidóneo de los tratos inhumanos o degradantes, lo que ya se alega en otro motivo desde la perspectiva del art. 20. Recuérdese, en cualquier caso, que sólo pueden merecer tan graves calificativos los tratos que "acarreen sufrimientos de una especial intensidad o provoquen una humillación o sensación de envilecimiento distinto y superior al que suele llevar aparejada la simple imposición de la condena" (STC 65/1986, fundamento jurídico 4; también, SSTC 89/1987, 120/1990, 57/1994) y que, en concreto, no constituyen tales los que suponen la privación de visitas íntimas (STC 89/1987).»







Artículo 7 




Los establecimientos penitenciarios comprenderán:

a) Establecimientos de preventivos.

b) Establecimientos de cumplimiento de penas.

c) Establecimientos especiales.



Concordancias

- LOGP: 8 a 14.

- RP: 10 a 14.

Comentarios

La preocupación por los establecimientos penitenciarios ha tenido cabida en la legislación penitenciaria española, quizá por la deprimente situación en que se encontraban en el momento en que se iniciaron los trabajos de redacción de la LOGP y que en 1978 Carlos García Valdés describía de esta forma:

«Muchos de los actuales establecimientos penitenciarios fueron ideados para otras utilidades. Fortalezas, castillos, edificaciones militares y conventos forman un conjunto de edificaciones que, aunque con las naturales transformaciones, siguen conservando incomodidades y deficiencias difíciles -cuando no imposibles- de subsanar ... Los edificios se encuentran en estado desastroso, como consecuencia de los incendios y motines, lo que dificulta la convivencia, el trabajo, la clasificación, etc.»


Ya los textos de Naciones Unidas y del Consejo de Europa que se tuvieron presentes en la elaboración de la LOGP destacan la importancia del marco arquitectónico en el cual se cumple la condena. Así las Reglas Mínimas para el tratamiento de detenidos de 1973, aprobadas en el marco del Consejo de Europa, dedican las reglas 8 a 13 a los locales de detención.

En parecidos términos las Reglas Penitenciarias Europeas aprobadas por el Consejo de Europa en 1987 reiteran esa preocupación por los locales de detención a los que dedica las reglas 14 a 19, recogiendo una serie de normas mínimas en cuanto a las condiciones de higiene, salubridad, etc., de los centros, que permitan garantizar a los internos unas condiciones mínimas de vida. La propia exposición de motivos de las Reglas insiste en la influencia de los locales en el ambiente de la prisión y, por consiguiente, en las funciones del personal, el tratamiento de los internos, la gestión y el estado moral, y considera que estas reglas deben tenerse en cuenta por las Administraciones penitenciarias, tanto en la construcción de nuevos establecimientos como en la mejora de los antiguos, para crear un ambiente propicio a una actividad positiva, por parte del personal y de los internos, respecto de los objetivos de reinserción social del tratamiento.

Las nuevas Reglas Penitenciarias Europeas aprobadas en 2006 siguen mostrando su preocupación por la ubicación, arquitectura, instalaciones y conservación de los centros. Ejemplo de ello son las reglas 17 a 19, 27.4, 28.5, 36.3 y 96.

Fruto de esa preocupación por el estado de los establecimientos, la reforma que se inició en 1978 tenía entre sus objetivos, según palabras del propio Carlos García Valdés, a la sazón Director General de Instituciones Penitenciarias, el siguiente: «Los nuevos edificios que se construyan tendrán la capacidad e instalaciones adecuadas a los fines del establecimiento, evitándose, en todo caso, las macroprisiones. Se procurará el alojamiento de los internos en celdas individuales. En cualquier caso, los posibles dormitorios colectivos serán para grupos reducidos».

Muchas de estas ideas se recogen en la legislación vigente, si bien es cierto que no todas, como es el caso de las macroprisiones.

Para el cumplimiento de los fines asignados a las instituciones penitenciarias, tanto en la constitución como en el artículo primero de la LOGP, es necesario que la Administración penitenciaria cuente con medios materiales y personales suficientes.

Por primera vez en la historia penitenciaria española un ambicioso plan de modernas construcciones se puso en marcha. De nada sirve una legislación avanzada y progresista si no se cuenta con los medios materiales suficientes para poder llevarla a buen término. El parlamento español había sabido captar la importancia que tiene el tema de construcciones penitenciarias, como lo demuestra el informe emitido por la Comisión Investigadora del Congreso de los Diputados de 27 de junio de 1978, donde se decía: «... ha de contarse con una red de edificios penitenciarios que sean no solamente modernos (la mayor parte de nuestras cárceles han cumplido ya el medio siglo) y habitables (los motines y la falta de cuidados han hecho que muchas prisiones se encuentren inhabitables), sino que permitan abordar las distintas situaciones procesales en que se encuentra el que está recluido, el distinto tipo de sanción que le haya sido impuesta y, finalmente, para las distintas categorías de internos en que se ha de basar todo tratamiento rehabilitador. ... Es claro que esto supone afrontar la renovación de la mayor parte de nuestras cárceles, pero hemos de ser conscientes de que llevarlo a cabo es, junto con el tema de los funcionarios, la condición previa de toda reforma penitenciaria. Lo fundamental es que se construyan cárceles cuya arquitectura esté presidida por una filosofía orientada a la participación, que posibilite la eficacia de la rehabilitación social y no basada en la despersonalización y la sumisión».

Los establecimientos penitenciarios constituyen el marco real de la ejecución penitenciaria, el lugar donde se va a desarrollar la vida de los internos, sus actos regimentales, relaciones familiares, actividades de tratamiento ... y su arquitectura y sistemas de seguridad vienen condicionados por los distintos regímenes penitenciarios y grados de tratamiento, según el artículo 72 LOGP.

Posteriormente, el 5 de julio de 1991, el Consejo de Ministros aprobó el «Plan de amortización y creación de Centros Penitenciarios», presentado por el entonces Ministro de Justicia Tomás Quadra-Salcedo, Plan en el que en su exposición de motivos se decía:


«1. Los centros penitenciarios soportan un elevado déficit de plazas, en relación al número de internos que realmente albergan en la actualidad. Ello implica, ya inicialmente, la necesidad de potenciar la política de creación de nuevos centros que sean capaces, no sólo de cubrir el déficit actual, sino también el previsible según el incremento estimable en el futuro de la población reclusa.

2. En el momento presente, la Administración Penitenciaria cuenta con un importante número de Establecimientos que difícilmente cumplen, a pesar de las cuantiosas inversiones en reformas, con los fines que las Instituciones Penitenciarias demandan. La falta de espacios comunes, imposibilidad de creación de talleres, escuelas ubicadas en lugares impropios y nada motivadores, dormitorios colectivos, etc., son algo habitual en estos Centros, dificultando la prestación de los servicios que, como oferta posibilitadora de la reeducación y reinserción demandada a la Constitución, constituyen la razón de ser del sistema penitenciario español...».



Este Plan ha ido siendo periódicamente revisado y actualizado por el Consejo de Ministros con la finalidad de dotar a la Administración Penitenciaria de unas infraestructuras que permitan alcanzar los fines de la pena privativa de libertad, de reinserción e integración social, en los términos establecidos en la propia normativa constitucional.

Las dimensiones de este plan hicieron que por el Real Decreto 266/1992, de 20 de marzo, se creara, dentro de la entonces Dirección General de Administración Penitenciaria, la Subdirección General de Planificación, organismo al que correspondía, entre otras funciones, la elaboración de propuestas sobre creación o supresión de centros penitenciarios, previa realización de los estudios financieros, urbanísticos y de prospección social, sobre necesidades penitenciarias.

Los cambios operados en la estructura administrativa tras la desaparición del Ministerio de Justicia e Interior y la asunción de competencias en materia penitenciaria por parte del Ministerio del Interior no han hecho desaparecer ni disminuir la importancia de la Subdirección General de Planificación antes citada, si bien fue sustituida por la Subdirección General de Servicios Penitenciarios, entre cuyas competencias el Real Decreto 1181/2008, de 11 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior le atribuye la administración y gestión patrimonial de los inmuebles y equipamientos adscritos a la SGIIPP, así como de todos los medios materiales asignados a ésta, la evaluación de las necesidades de actuación en materia de mantenimiento y mejora de las infraestructuras y de los equipamientos, y la ejecución y el seguimiento de los programas y proyectos que correspondan y el apoyo técnico preciso para la ejecución o puesta en funcionamiento de las actuaciones comprendidas en el plan de infraestructuras, así como realización de todos los informes o controles técnicos precisos para el mantenimiento adecuado de las instalaciones penitenciarias.






Artículo 8 




1. Los establecimientos de preventivos son centros destinados a la retención y custodia de detenidos y presos. También podrán cumplirse penas y medidas penales privativas de libertad cuando el internamiento efectivo pendiente no exceda de seis meses.

2. En cada provincia podrá existir más de un establecimiento de esta naturaleza.

3. Cuando no existan establecimientos de preventivos para mujeres y jóvenes, ocuparán en los de hombres departamentos que constituyan unidades con absoluta separación y con organización y régimen propios.



Concordancias

- LOGP: 16.

- RP: 3.4 y 96 a 98.

- RD 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias: 1.

- RPE: 94 a 101.

Comentarios

El Real Decreto 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias establece en su artículo 1 que cada Administración Penitenciaria deberá recibir a todo interno que, a requerimiento de la autoridad judicial, deba permanecer en un establecimiento de su competencia. A tal fin cada Administración Penitenciaria dispondrá de los establecimientos de preventivos necesarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 8 de la LOGP y de un número de plazas suficiente en sus establecimientos de preventivos para que los internos peligrosos o inadaptados puedan permanecer en el establecimiento que, por su condición de preventivos, les corresponda o de la mayor proximidad posible a la sede del Tribunal que ha de juzgarlos, salvo excepciones muy cualificadas.






Artículo 9 




1. Los establecimientos de cumplimiento son centros destinados a la ejecución de las penas privativas de libertad. Se organizarán separadamente para hombres y mujeres y serán de dos tipos: de régimen ordinario y abierto.

2. Los jóvenes deberán cumplir separadamente de los adultos en establecimientos distintos o, en todo caso, en departamentos separados. A los efectos de esta Ley, se entiende por jóvenes las personas de uno u otro sexo que no hayan cumplido los 21 años. Excepcionalmente, y teniendo en cuenta la personalidad del interno, podrán permanecer en centros destinados a jóvenes quienes, habiendo cumplido veintiún años, no hayan alcanzado los veinticinco.



Concordancias

- LOGP: 16.

- RP: 76 a 88, 99 y 173 a 177.

- RD 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias: 1.

- RPE: 102 a 107.

Comentarios

El Real Decreto 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias establece en su artículo 1 que cada Administración Penitenciaria deberá recibir a todos los penados que, por razones de clasificación y destino, deban cumplir condena en su ámbito territorial en aplicación de la legislación penitenciaria vigente. A tal fin cada Administración Penitenciaria dispondrá de un número de plazas suficientes para los penados clasificados en segundo y tercer grado para satisfacer las exigencias de tratamiento derivados de la vigente legislación penitenciaria.






Artículo 10 




1. No obstante lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, existirán establecimientos de cumplimiento de régimen cerrado o departamentos especiales para los penados calificados de peligrosidad extrema o para casos de inadaptación a los regímenes ordinario y abierto, apreciados por causas objetivas en resolución motivada, a no ser que el estudio de la personalidad del sujeto denote la presencia de anomalías o deficiencias que deban determinar su destino al centro especial correspondiente.

2. También podrán ser destinados a estos establecimientos o departamentos especiales con carácter de excepción y absoluta separación de los penados, dando cuenta a la autoridad judicial correspondiente, aquellos internos preventivos en los que concurran las circunstancias expresadas en el número anterior, entendiéndose que la inadaptación se refiere al régimen propio de los establecimientos de preventivos.

3. El régimen de estos centros se caracterizará por una limitación de las actividades en común de los internos y por un mayor control y vigilancia sobre los mismos en la forma que reglamentariamente se determine.

La permanencia de los internos destinados a estos centros será por el tiempo necesario hasta tanto desaparezcan o disminuyan las razones o circunstancias que determinaron su ingreso.



Concordancias

- RP: 74.3, 89 a 95, 97, 98 y 102.5.

- RD 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias: 1.

- Instrucción 9/2007 TGP: Clasificación y destino de penados. Régimen cerrado. Régimen abierto. Informes.

- Instrucción 12/2011 TGP: Internos de especial seguimiento/medidas de seguridad.

- Recomendación R (82) 17 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros, relativa al trato a detenidos peligrosos.

- Instrucción 17/2011 TGP: Protocolo de intervención y normas en régimen cerrado.

Comentarios

El Real Decreto 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias establece en su artículo 1 que cada Administración Penitenciaria deberá recibir a todo interno que, a requerimiento de la autoridad judicial, deba permanecer en un establecimiento de su competencia así como a todos los penados que, por razones de clasificación y destino, deban cumplir condena en su ámbito territorial en aplicación de la legislación penitenciaria vigente. A tal fin cada Administración Penitenciaria dispondrá de un número de plazas suficiente en sus establecimientos de preventivos para que los internos peligrosos o inadaptados puedan permanecer en el establecimiento que, por su condición de preventivos, les corresponda o de la mayor proximidad posible a la sede del Tribunal que ha de juzgarlos, salvo excepciones muy cualificadas, y de un número de plazas no inferior al 10 por 100 del total de cumplimiento, destinadas a penados clasificados en primer grado de tratamiento, que permitan a la mayor parte de estos internos cumplir sus condenas en el ámbito territorial que su tratamiento penitenciario aconseje.

Jurisprudencia

El TC se ha pronunciado en las siguientes Sentencias en relación a recursos de amparo presentados contra la aplicación del artículo 10 o contra el régimen de vida derivado de dicho artículo:

- STC 54/1992, de 8 de abril, contra Auto del JVP de La Coruña por el que se acordó mantener la resolución de la Junta de Régimen del Centro Penitenciario de Preventivos de La Coruña y contra los Autos de ese mismo Juzgado afirmando que contra la citada resolución judicial no cabía recurso alguno: vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: derecho a los recursos.

- STC 143/1997, de 15 de septiembre: contra Acuerdo de la Junta de Régimen y Administración del Centro Penitenciario de Preventivos de Madrid, contra Autos del JVP 2 de Madrid y contra el de la AP de la misma ciudad recaído en apelación: vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: motivación insuficiente de las resoluciones judiciales.

- STC 119/1996, de 8 de julio: contra Auto de la AP de La Rioja, confirmatorio en apelación de otros del JVP de Logroño desestimatorios de queja planteada por los internos recurrentes en relación con el régimen de vida al que se hallaban sometidos: supuesta vulneración de los derechos garantizados por los artículos 15, 20, 21 y 24.2 CE.

- STC 14/2011, de 28 de febrero: frente a los Autos de la AP y del JVP de Asturias que desestimaron queja sobre tratos humillantes y degradantes: vulneración del derecho a la prueba (falta de respuesta tempestiva a las sucesivas solicitudes de prueba con las que se pretendía acreditar que a los internos del módulo de régimen cerrado se les cortaría el cabello a través de los barrotes de las celdas).






Artículo 11 




Los establecimientos especiales son aquellos en los que prevalece el carácter asistencial y serán de los siguientes tipos:

a) Centros hospitalarios.

b) Centros psiquiátricos.

c) Centros de rehabilitación social, para la ejecución de medidas penales, de conformidad con la legislación vigente en esta materia.



Concordancias

- LOGP: 68.1.

- RP: 182.3, 183 a 191 y 265.4.

- RPE: 12.






Artículo 12 




1. La ubicación de los establecimientos será fijada por la Administración penitenciaria dentro de las áreas territoriales que se designen. En todo caso se procurará que cada una cuente con el número suficiente de aquéllos para satisfacer las necesidades penitenciarias y evitar el desarraigo social de los penados.

2. Los establecimientos penitenciarios no deberán acoger más de 350 internos por unidad.



Concordancias

- RP: 191.

- RD 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias: 1.

- RPE: 17.

Comentarios

El Real Decreto 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias establece en su artículo 1 que cada Administración Penitenciaria deberá recibir a todo interno que, a requerimiento de la autoridad judicial, deba permanecer en un establecimiento de su competencia, así como a todos los penados que, por razones de clasificación y destino, deban cumplir condena en su ámbito territorial en aplicación de la legislación penitenciaria vigente. A tal fin cada Administración Penitenciaria dispondrá de:

a) Los establecimientos de preventivos necesarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 8 de la LOGP.

b) Un número de plazas suficiente en sus establecimientos de preventivos para que los internos peligrosos o inadaptados puedan permanecer en el establecimiento que, por su condición de preventivos, les corresponda o de la mayor proximidad posible a la sede del Tribunal que ha de juzgarlos, salvo excepciones muy cualificadas.

c) Un número de plazas no inferior al 10 por 100 del total de cumplimiento, destinadas a penados clasificados en primer grado de tratamiento, que permitan a la mayor parte de estos internos cumplir sus condenas en el ámbito territorial que su tratamiento penitenciario aconseje.

d) Para los penados clasificados en segundo y tercer grado el número de plazas suficientes para satisfacer las exigencias de tratamiento derivados de la vigente legislación penitenciaria.






Artículo 13 



Los establecimientos penitenciarios deberán contar en el conjunto de sus dependencias con servicios idóneos de dormitorios individuales, enfermerías, escuelas, biblioteca, instalaciones deportivas y recreativas, talleres, patios, peluquería, cocina, comedor, locutorios individualizados, departamento de información al exterior, salas anejas de relaciones familiares y, en general, todos aquellos que permitan desarrollar en ellos una vida de colectividad organizada y una adecuada clasificación de los internos, en relación con los fines que en cada caso les están atribuidos.


Concordancias

- RP: 10 a 14.

- RPE: 18.






Artículo 14 



La Administración penitenciaria velará para que los establecimientos sean dotados de los medios materiales y personales necesarios que aseguren el mantenimiento, desarrollo y cumplimiento de sus fines.


Concordancias

- RP: 14.3.






Artículo 15 




1. El ingreso de un detenido, preso o penado, en cualquiera de los establecimientos penitenciarios se hará mediante mandamiento u orden de la autoridad competente, excepto en el supuesto de presentación voluntaria, que será inmediatamente comunicado a la autoridad judicial, quien resolverá lo procedente, y en los supuestos de estados de alarma, excepción o sitio en los que se estará a lo que dispongan las correspondientes Leyes especiales.

2. A cada interno se le abrirá un expediente personal relativo a su situación procesal y penitenciaria del que tendrá derecho a ser informado, y para cada penado se formará un protocolo de personalidad.



Concordancias

- CE: 17, 25 y 53.1.

- RP: 15 a 21.

- LO 4/1981, de 1 junio, de los estados de alarma, excepción y sitio: 16 y 32.3.

- LO 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar: 222.

- RPE: 14 a 16 y 30.

- Instrucción 14/2011 TGP: Protocolo de acogida al ingreso en un centro penitenciario.

Comentarios

Estados de excepción y sitio

Ver comentarios al artículo 17 de la LOGP.

Militares

El artículo 222 de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar, establece que si no es posible la permanencia del preso en establecimiento militar, la prisión preventiva se sufrirá en establecimiento común, con absoluta separación de los demás detenidos y presos. Las mismas reglas se seguirán aunque la prisión hubiera sido acordada por Autoridades judiciales no militares.






Artículo 16 




Cualquiera que sea el centro en el que tenga lugar el ingreso, se procederá, de manera inmediata, a una completa separación, teniendo en cuenta el sexo, emotividad, edad, antecedentes, estado físico y mental y, respecto de los penados, las exigencias del tratamiento.

En consecuencia:

a) Los hombres y las mujeres deberán estar separados, salvo en los supuestos excepcionales que reglamentariamente se determinen.

b) Los detenidos y presos estarán separados de los condenados y, en ambos casos, los primarios de los reincidentes.

c) Los jóvenes, sean detenidos, presos o penados, estarán separados de los adultos en las condiciones que se determinen reglamentariamente.

d) Los que presenten enfermedad o deficiencias físicas o mentales estarán separados de los que puedan seguir el régimen normal del establecimiento.

e) Los detenidos y presos por delitos dolosos estarán separados de los que lo estén por delitos de imprudencia.



Concordancias

- LOGP: 64.

- RP: 12.2, 20, 76.2, 99, 168 a 177, 188 y 280.2.9.ª.

- LECr: 521.

- LORPM: 14.

- RLORPM: 8.5.

- LO 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: 2 y 8.2.

- Ley 10/1994, de 11 de julio, de la Policía de la Generalidad-«Mossos d'Esquadra»: 8.

- LO 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar: 208, 222, 348 y 353.

- LO 13/1985, de 9 de diciembre, de Código Penal Militar: 42.

- PIDCP: 10.2.

- RPE: 11, 12, 17 y 95.

Comentarios

Ver comentarios al artículo 99 del RP sobre separación de detenidos, de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de militares.






Artículo 17 




1. La libertad de los detenidos, presos o penados sólo podrá ser acordada por la autoridad competente.

2. Los detenidos serán puestos en libertad por el Director del establecimiento si, transcurridas las 72 horas siguientes al momento del ingreso, no se hubiere recibido mandamiento u orden de prisión.

3. Para proceder a la excarcelación de los condenados será precisa la aprobación de la libertad definitiva por el Tribunal sentenciador o de la propuesta de libertad condicional por el Juez de Vigilancia.

4. En el momento de la excarcelación se entregará al liberado el saldo de su cuenta de peculio, los valores y efectos depositados a su nombre, así como una certificación del tiempo que estuvo privado de libertad y cualificación profesional obtenida durante su reclusión. Si careciese de medios económicos, se le facilitarán los necesarios para llegar a su residencia y subvenir a sus primeros gastos.



Concordancias

- RP: 16.4 y 22 a 30, 199.2, 228 y 322.

- RP 1981: 319 y 336.

- LO 4/1981, de 1 junio, de los estados de alarma, excepción y sitio: 16 y 32.3.

- LECr: 544.ter.

- Orden INT/3688/2007, de 30 de noviembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de concesión de ayudas asistenciales a internos en prisión, liberados condicionales y familiares de ambos y de ayudas para la realización de salidas programadas, terapéuticas y concesión de premios y recompensas para los internos en prisión, en el ámbito de competencias del Ministerio del Interior.

- Circular de 15-10-1981: Identificación dactiloscópica.

- Instrucción 15/2007 SP: Peculio, ausentes y fallecidos.

- RPE: 33.

Comentarios

Forma de llevarse a cabo y consecuencias

Si el ingreso en un establecimiento penitenciario está revestido de una serie de formalidades, la excarcelación de un interno no es menos, y requiere el mandamiento de la autoridad competente, dependiendo que se trate de detenidos, presos o penados, y en este último caso que la excarcelación sea consecuencia de libertad condicional o definitiva.

Esta regla general (libertad consecuencia de mandamiento de autoridad competente) admite una excepción, como es el supuesto en que la libertad se produce como consecuencia del vencimiento del plazo máximo de detención sin que se haya recibido mandamiento de prisión de la autoridad judicial competente.

La excarcelación supone la extinción de la especial relación jurídica que une al interno con la Administración Penitenciaria, sin que pueda entenderse que el nuevo ingreso supone una reanudación de la relación jurídica anterior, sino el nacimiento de una nueva relación jurídica, lo que va a tener importantes consecuencias, entre otras materias, en el ámbito disciplinario, como se recoge en los artículos 246.2, 259 y 260.2 del RP.

Por último, hay que recordar los efectos penales que sobre el funcionario responsable puede tener la excarcelación fuera de los plazos legalmente establecidos y que se encuentran en el artículo 530 del CP: «La autoridad o funcionario público que, mediando causa por delito, acordare, practicare o prolongare cualquier privación de libertad de un detenido, preso o sentenciado, con violación de los plazos o demás garantías constitucionales o legales, será castigado con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de cuatro a ocho años.»

Protección contra la violencia de género

El número 9 del artículo 544.ter de la LECr relativo a las órdenes de protección para las víctimas de violencia doméstica establece que:

«9. La orden de protección implicará el deber de informar permanentemente a la víctima sobre la situación procesal del imputado, así como sobre el alcance y vigencia de las medidas cautelares adoptadas. En particular, la víctima será informada en todo momento de la situación penitenciaria del presunto agresor. A estos efectos se dará cuenta de la orden de protección a la Administración penitenciaria.»


Ayudas a la excarcelación

Están reguladas en la Orden INT/3688/2007, de 30 de noviembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de concesión de ayudas asistenciales a internos en prisión, liberados condicionales y familiares de ambos y de ayudas para la realización de salidas programadas, terapéuticas y concesión de premios y recompensas para los internos en prisión, en el ámbito de competencias del Ministerio del Interior.

Contempla las siguientes prestaciones:

a) Dinero de bolsillo para el viaje al lugar de residencia, cuando sea necesario, hasta un máximo de 35 euros/día, según los días que se estimen necesarios para llegar al destino.

b) Dinero para pernoctar, cuando sea necesario, hasta un máximo de 35 euros/día, según los días que se estimen necesarios para llegar al destino.

c) Billete de autobús de línea cuando no exista servicio de RENFE, o para enlazar con éste.

d) Pago de taxi, por razones horarias o geográficas, hasta enlazar con transporte público.

e) Billete de retorno por otros medios de transporte, incluyendo avión, por razones geográficas o según las circunstancias de cada caso.

f) Abono de gastos de ambulancia cuando sea necesario por razones de salud.

g) Excepcionalmente, los gastos de asistencia personal por acompañamiento.

Estados de excepción y sitio

Ley Orgánica 4/1981, de 1 junio, de los estados de alarma, excepción y sitio contiene previsiones especiales en los casos en que se declaren los estados de excepción y sitio.

El artículo 16 en relación al estado de excepción establece lo siguiente:


«Uno. La Autoridad Gubernativa podrá detener a cualquier persona si lo considera necesario para la conservación del orden, siempre que, cuando menos, existan fundadas sospechas de que dicha persona vaya a provocar alteraciones del orden público. La detención no podrá exceder de diez días y los detenidos disfrutarán de los derechos que les reconoce el artículo 17.3 de la Constitución.

Dos. La detención habrá de ser comunicada al juez competente en el plazo de veinticuatro horas. Durante la detención, el juez podrá, en todo momento, requerir información y conocer personalmente, o mediante delegación en el juez de instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de este.»



Por su parte, el artículo 32.3 establece que «la declaración podrá autorizar, además de lo previsto para los Estados de Alarma y Excepción, la suspensión temporal de las garantías jurídicas del detenido que se reconocen en el apartado 3 del artículo 17 de la Constitución».

Jurisprudencia

La STC 322/2005, de 12 de diciembre, declaró la no exigencia de que un penado se encuentre ingresado en un centro penitenciario para proceder a la aprobación del beneficio de redención de penas por el trabajo que le pudiera corresponder por el tiempo que estuvo en calidad de preso preventivo y que llevaría a la extinción de la pena. Un extracto de esta Sentencia puede leerse en la reseña de jurisprudencia a la disposición transitoria primera del RP.






Artículo 18 



Los traslados de los detenidos, presos y penados se efectuarán de forma que se respeten la dignidad y los derechos de los internos y la seguridad de la conducción.


Concordancias

- LOGP: 79.

- RP: 31 a 40, 75.3, 95, 97, 121, 218 y 318.

- LO 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: 12.

- RD 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las administraciones penitenciarias: 4, 6 y 7.

- D 2355/1967, de 16 de septiembre, por el que se regulan las conducciones de detenidos, presos y penados.

- Orden del Ministerio de Justicia e Interior de 15 de junio de 1995 por la que se determinan las especificaciones técnicas que deben reunir los vehículos destinados a la conducción de detenidos, presos y penados.

- Circular 2/1998 SP: Suspensión de traslados en casos de pruebas médicas pendientes.

- Instrucción 4/2002 GP: Comunicación de traslados para extradición o entrega temporal a otro país y de las salidas a hospitales.

- Instrucción 6/2005 TGP: Conducciones.

- RPE: 32.

Comentarios

Competencia para la realización de los traslados

El artículo 12 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de fuerzas y cuerpos de seguridad, establece la competencia de la Guardia Civil para la conducción interurbana de presos y detenidos.

Por su parte, el Decreto 2355/1967, de 16 de septiembre, por el que se regulan las conducciones de detenidos, presos y penados distingue los siguientes tipos de conducciones:

1. Conducciones interprovinciales: se llevarán a cabo por la Guardia Civil.

2. Conducciones provinciales: se llevarán a cabo por la Guardia Civil.

3. Conducciones municipales: se realizarán por las fuerzas de la Policía Nacional, y si no existiera por la Guardia civil.

Traslados entre administraciones penitenciarias

El Real Decreto 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordinación de las Administraciones Penitenciarias, establece las siguientes normas competenciales en materia de traslados:

- Si un establecimiento por clasificación o destino, propone traslado de un interno a un ámbito territorial de otra Administración, tramitará la propuesta a su propia Administración, quien podrá resolver con destino a su establecimiento de su competencia o, en su caso, dirigirla a la otra Administración, quien sólo podrá oponerse a ella por considerarla improcedente o por carencia de plazas, según las capacidades máximas previamente establecidas.

- El traslado y conducción entre establecimientos dentro del territorio de una Administración penitenciaria, cualesquiera que sean las razones u autoridad requirente, serán ordenadas por el Centro Directivo de la misma.

- En supuestos excepcionales de motines, catástrofes, epidemias, incendios y otros de similares características, que hagan necesario el traslado masivo de internos a establecimientos de otra Administración penitenciaria, éste será decidido y organizado por la Administración que sufra la situación crítica. Inmediatamente comunicará a la Administración del Estado la situación extrema del establecimiento, el número de internos que sea preciso trasladar y las características penitenciarias de los mismos, para que ésta, considerando las plazas vacantes de todos los establecimientos del Estado, distribuya el total de internos, previo acuerdo de la Administración penitenciaria que los haya de recibir.

Jurisprudencia

El TS, en Sentencia de 5 de diciembre de 1986, manifestó que lo establecido en el artículo 18 de la LOGP «no es sino la ineludible consecuencia de las atribuciones reconocidas a los órganos penitenciarios, pues si les corresponde organizar las instituciones, gestionar la total actividad penitenciaria y fijar la ubicación de los establecimientos, lógicamente debe serles reconocida como función propia la distribución de los penados entre aquéllos, máxime cuando habrán de ser especialmente tenidos en cuenta tanto la naturaleza de los Centros como el número de plazas existentes, circunstancias que no podrá realmente ponderar el órgano jurisdiccional, debiendo, además, añadirse que respecto de esta concreta actividad penitenciaria, de naturaleza administrativa ... no tiene atribuida específica competencia el Juzgado de Vigilancia».

En el mismo sentido se había pronunciado también la STC 138/1986, de 7 de noviembre, que indicaba que «como bien observan el Fiscal y el Letrado del Estado, la Ley General Penitenciaria no atribuye al Juez de Vigilancia la competencia para conocer de los recursos contra las Resoluciones de la Dirección General que afectan al traslado de los penados de un establecimiento a otro, traslado que es atribución de ese organismo, según el art. 80 del Reglamento Penitenciario» (la referencia al RP de 1981 habría que entenderla actualmente hecha al art. 31 RP).

Por último hay que tener presente lo establecido por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción quien reiteradamente ha establecido que el destino de los internos se enmarca dentro de la actividad de carácter administrativo, consecuencia de las atribuciones reconocidas a los órganos penitenciarios de la organización de las instituciones, gestión de la total actividad penitenciaria y de fijar la situación de los centros. Al respecto pueden verse las siguientes sentencias:

- Sentencia de 15 de octubre de 2002, dictada en Conflicto de jurisdicción número 3/2002-T suscitado entre el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Baleares y la Delegada del Gobierno en la Comunidad Autónoma de Illes Balears.

- Sentencia de 13 de octubre de 2004, dictada en Conflicto de jurisdicción n.º 4/2004-T suscitado entre la Delegación del Gobierno en la Ciudad Autónoma de Ceuta y el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria n.º 1 de Ceuta.

- Sentencia de 11 de julio de 2006, dictada en Conflicto de Jurisdicción n.º 10/2005, suscitado entre el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria número 2, de Madrid y la Delegación de Gobierno de Madrid.

- Sentencia de 22 de diciembre de 2006, dictada en Conflicto de jurisdicción número 3/2006, suscitado entre Sección 3.ª de la Audiencia Provincial de Navarra y la Delegación de Gobierno de Navarra.

- Sentencia de 27 de junio de 2007, dictada en Conflicto de jurisdicción número 1/2007, planteado por la Delegación del Gobierno en Navarra, con el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria n.º 1, de Pamplona.

- Sentencia de 26 de junio de 2007, dictada en Conflicto de jurisdicción n.º 10/2006, planteado por la Delegación del Gobierno en Navarra, con el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria n.º 1 de Pamplona.

- Sentencia de 25 de junio de 2007, dictada en Conflicto de jurisdicción n.º 8/2006 suscitado entre el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria n.º 1 de Pamplona y la Delegación del Gobierno en Navarra.

- Sentencia de 7 de noviembre de 2007 dictada en Conflicto de Jurisdicción número 6/2007 suscitado entre el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria número 1 de Pamplona y la Delegación del Gobierno en Navarra.






Artículo 19 




1. Todos los internos se alojarán en celdas individuales. En caso de insuficiencia temporal de alojamiento o por indicación del Médico o de los equipos de observación y tratamiento, se podrá recurrir a dependencias colectivas. En estos casos, los internos serán seleccionados adecuadamente.

2. Tanto las dependencias destinadas al alojamiento nocturno de los recluidos como aquellas en que se desarrolle la vida en común, deberán satisfacer las necesidades de la higiene y estar acondicionadas de manera que el volumen de espacio, ventilación, agua, alumbrado y calefacción se ajuste a las condiciones climáticas de la localidad.

3. Por razones de higiene se exigirá un cuidadoso aseo personal. A tal fin, la Administración facilitará gratuitamente a los internos los servicios y artículos de aseo diario necesarios.



Concordancias

- RP: 13, 14 y 221 a 226.

- Instrucción 4/2011 DGCT: Medidas de protección del tabaquismo en los centros penitenciarios.

- RPE: 18, 19, 21 y 96.

Comentarios

Desde la publicación de la LOGP todos los esfuerzos en materia de infraestructuras tenían entre sus objetivos avanzar en el logro de que los internos se alojaran, como regla general, en celdas individuales. Sin embargo, el constante aumento de la población reclusa ha hecho que este objetivo quede en un segundo lugar, siendo más prioritario mejorar la confortabilidad de las celdas compartidas. Así lo manifestó la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, Mercedes Gallizo, ante el Senado en mayo de 2010, donde reconoció que en estos momentos parece una utopía pensar en un único preso por celda. A la vista de la evidente dificultad para ello se optó por ampliar el tamaño de las celdas en los centros penitenciarios de nueva construcción para mejorar su confortabilidad, haciendo de la fórmula más centros y con celdas más amplias el modo de combatir la masificación de las prisiones españolas. Las celdas de los nuevos centros pasan de 11 a 14 m², con dos camas en litera, dos escritorios, una televisión y un baño incorporado que incluye plato de ducha.

Jurisprudencia

El TC ha declarado que no se vulnera el derecho a la intimidad por carecer de celda individual:

«No puede apreciarse la denunciada vulneración del derecho a la intimidad (art. 18.1 CE), pues si bien es cierto que tanto el art. 19.1 LOGP como el art. 15 Reglamento Penitenciario establecen con carácter general que cada interno ocupará una celda individual, asimismo admiten la posibilidad de convivencia de varios internos en la misma celda por insuficiencia temporal de alojamiento u otras razones, sin que por ello hayan de considerarse vulnerados los mencionados preceptos de la legislación penitenciaria, que no consagran un derecho subjetivo a habitación o celda individual, tal y como parece pretender el recurrente. Tal derecho tampoco puede extraerse directamente del art. 18.1 de la Constitución, pues como ya ha tenido ocasión de declarar este Tribunal en referencia al concreto ámbito penitenciario, una de las consecuencias más dolorosas de la privación de libertad es la reducción de la intimidad de quienes la sufren, de tal manera que sólo podrán ser consideradas lesivas de la intimidad aquellas medidas que la reduzcan más allá de lo que la ordenada vida en prisión requiera (SSTC 89/1987 y 57/1994), requisito que no concurre en el presente caso, pues, como ya se ha puesto de manifiesto, la propia legislación penitenciaria prevé en determinados supuestos la posibilidad de celdas compartidas» (STC 195/1995 de 19 de diciembre, FJ 3).»







Artículo 20 




1. El interno tiene derecho a vestir sus propias prendas, siempre que sean adecuadas, u optar por las que le facilite el establecimiento, que deberán ser correctas, adaptadas a las condiciones climatológicas y desprovistas de todo elemento que pueda afectar a la dignidad del interno.

2. En los supuestos de salida al exterior deberán vestir ropas que no denoten su condición de recluidos. Si carecieran de las adecuadas, se les procurará las necesarias.



Concordancias

- RP: 18.2 y 313.

- RPE: 20 y 97.






Artículo 21 




1. Todo interno dispondrá de la ropa necesaria para su cama y de mueble adecuado para guardar sus pertenencias.

2. La Administración proporcionará a los internos una alimentación controlada por el Médico, convenientemente preparada y que responda en cantidad y calidad a las normas dietéticas y de higiene, teniendo en cuenta su estado de salud, la naturaleza del trabajo y, en la medida de lo posible, sus convicciones filosóficas y religiosas. Los internos dispondrán, en circunstancias normales, de agua potable a todas las horas.



Concordancias

- RP: 14.2, 226 y 307 a 313.

- RP 1981: 288.8.a).

- Resolución de 22 de abril de 2010, de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, por la que se actualizan las consignaciones económicas para la alimentación de los internos.

- RPE: 22.

- Instrucción 10/2000 SA: Normas sobre conservación, manipulación y preparación de alimentos.

Comentarios

La Resolución de 22 de abril de 2010, de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, por la que se actualizan las consignaciones económicas para la alimentación de los internos está transcrita al artículo 308 del RP.






Artículo 22 




1. Cuando el Reglamento no autorice al interno a conservar en su poder dinero, ropas, objetos de valor u otros que le pertenezcan, serán guardados en lugar seguro, previo el correspondiente resguardo, o enviados a personas autorizadas por el recluso para recibirlos.

2. El Director, a instancia del Médico, podrá ordenar por razones de higiene la inutilización de las ropas y efectos contaminados propiedad de los internos.

3. El Director, a instancia del interno o del Médico, y de conformidad con éste en todo caso, decidirá sobre el destino de los medicamentos que tuviere en su poder el interno en el momento del ingreso en el establecimiento o reciba del exterior, disponiendo cuáles puede conservar para su personal administración y cuáles deben quedar depositados en la enfermería, atendidas las necesidades del enfermo y las exigencias de la seguridad. Si a los internos les fueran intervenidos estupefacientes, se cumplirá lo previsto en las disposiciones legales.



Concordancias

- RP: 18.1, 51, 70, 238 y 317.

- RPE: 31.






Artículo 23 



Los registros y cacheos en las personas de los internos, sus pertenencias y locales que ocupen, los recuentos, así como las requisas de las instalaciones del establecimiento, se efectuarán en los casos con las garantías y periodicidad que reglamentariamente se determinen y dentro del respeto a la dignidad de la persona.


Concordancias

- CE: 25.2.

- RP: 18, 45.7, 64 a 71, 93.1.2.ª y 271.1.f).

- RP 1981: 287.2.i), 303.b), 308.2.f), 310.e), 315.2.h), 333.2.h) y 339.1.1.º y 2.º.

- RPE: 54.

- Instrucción 7/2006 TGP: Integración penitenciaria de personas transexuales.

- Instrucción 3/2007 TGP: Utilización Detector Drogas y Explosivos.

- Instrucción 12/2011 TGP: Internos de especial seguimiento/medidas de seguridad.

Jurisprudencia

Intimidad personal

Sobre la intimidad personal en el ámbito penitenciario ver SSTC 57/1994, de 28 de marzo, 204/2000, de 24 de julio, 218/2002, de 25 de noviembre (referentes a cacheos integrales) y 89/2006 (registro de celdas). Un extracto de las mismas puede verse en las notas de jurisprudencia al artículo 68 del RP.

Inviolabilidad del domicilio

Sobre la entrada en la celda de un interno y la inviolabilidad del domicilio la STS 515/1998, se pronuncia de la siguiente forma:


«Sobre esta base, el recurrente sostiene que la celda constituye el domicilio del interno y que, por ello, cuando exista la sospecha fundada de actividades delictivas debe darse cuenta a la autoridad judicial, debiendo dictarse el pertinente auto para autorizar el registro de la celda, que debe practicarse a presencia del Secretario judicial.

La argumentación del recurrente debe considerarse errónea por cuanto considera legales los registros y cacheos en las personas de los internos, periódicos y rutinarios, al amparo del art. 23 de la LOGP, e ilegales los registros practicados en las celdas de los internos -sin autorización del Juez y presencia del Secretario judicial-, aun en los casos de investigación y prevención de actividades delictivas dentro del Centro Penitenciario, con olvido de que la propia Constitución -cuya Vulneración aquí se denuncia- al establecer que "el condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este capitulo", añade expresamente que "a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciario", en la que se prevé la práctica de registros, cacheos y requisas (v. art. 68 del Reglamento Penitenciario), disponiéndose expresamente que "las medidas de seguridad se regirán por los principios de necesidad y proporcionalidad" (art. 71 del Reglamento Penitenciario).»








Artículo 24 




Se establecerán y estimularán, en la forma que se señale reglamentariamente, sistemas de participación de los internos en actividades o responsabilidades de orden educativo, recreativo, religioso, laboral, cultural o deportivo. En el desenvolvimiento de los servicios alimenticios y confección de racionados se procurará igualmente la participación de los internos.

Se permitirá a los internos la adquisición por su propia cuenta de productos alimenticios y de consumo dentro de los límites reglamentariamente fijados. La venta de dichos productos será gestionada directamente por la Administración penitenciaria o por Empresas concesionarias. Los precios se controlarán por la autoridad competente, y en ningún caso podrán ser superiores a los que rijan en la localidad en que se halle ubicado el establecimiento. Los internos participarán también en el control de calidad y precios de los productos vendidos en el centro.



Concordancias

- LOGP: 31.2.

- RP: 4.2.i), 55 a 61, 79 y 298 a 304.

- RD 782/2001: 5.1.e) y 13.






Artículo 25 




1. En todos los establecimientos penitenciarios regirá un horario, que será puntualmente cumplido.

2. El tiempo se distribuirá de manera que se garanticen ocho horas diarias para el descanso nocturno y queden atendidas las necesidades espirituales y físicas, las sesiones de tratamiento y las actividades formativas, laborales y culturales de los internos.



Concordancias

- RP: 55.1, 67 y 77.






Introducción



Concordancias

- Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores: 2.1.c).

- Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social: 21.

- RD 782/2001, de 6 de julio.

- RPE: 26.

Comentarios

El Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, considera, en su artículo 2.1.c), relación laboral especial la de los penados en las instituciones penitenciarias.

La Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social regula en su artículo 21 la relación laboral especial de los penados que realicen actividades laborales en instituciones penitenciarias: «El Gobierno regulará la relación laboral de carácter especial de los penados que realicen actividades laborales en talleres penitenciarios. En la referida regulación se establecerá un marco de protección de Seguridad Social de este colectivo, acorde con sus especiales características. A las cotizaciones a la Seguridad Social que hayan de efectuarse por las contingencias cuya cobertura se establezca, se les aplicarán las bonificaciones generales que se otorguen a favor de los trabajadores con especiales dificultades de inserción laboral o las que específicamente se fijen para este colectivo. El Gobierno regulará, asimismo, la protección de Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo en beneficio de la comunidad».

El Real Decreto 782/2001, de 6 de julio, modificado por Real Decreto 2131/2008, de 26 de diciembre, regula la relación laboral de carácter especial de los penados que realicen actividades laborales en talleres penitenciarios y la protección de Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo en beneficio de la comunidad.






Artículo 26 




El trabajo será considerado como un derecho y como un deber del interno, siendo un elemento fundamental del tratamiento.

Sus condiciones serán:

a) No tendrá carácter aflictivo ni será aplicado como medida de corrección.

b) No atentará a la dignidad del interno.

c) Tendrá carácter formativo, creador o conservador de hábitos laborales, productivo o terapéutico, con el fin de preparar a los internos para las condiciones normales del trabajo libre.

d) Se organizará y planificará, atendiendo a las aptitudes y cualificación profesional, de manera que satisfaga las aspiraciones laborales de los recluidos en cuanto sean compatibles con la organización y seguridad del establecimiento.

e) Será facilitado por la Administración.

f) Gozará de la protección dispensada por la legislación vigente en materia de Seguridad Social.

g) No se supeditará al logro de intereses económicos por la Administración.



Concordancias

- CE: 25.2 y 35.1.

- LOGP: 33.1.

- RP: 4.2.f), 132 y 133.

- RD 782/2001: 4, 17 y 19 a 21.

Jurisprudencia

Respecto al trabajo penitenciario el TC ha establecido la siguiente doctrina:


«2. La cuestión planteada en los términos expuestos no se resuelve, exclusivamente, como pretende el recurrente, con la referencia a la indudable eficacia directa e inmediata de la Constitución, ni con la apelación a la ubicación sistemática, entre los derechos fundamentales, del derecho invocado, sino que es preciso contemplar la concreta naturaleza jurídica de éste.

El art. 25.2 de la CE, después de señalar como orientación de las penas privativas de libertad y de las medidas de seguridad, la reeducación y la reinserción social, establece, por una parte, que el condenado a dichas penas, mientras las cumple goza de los derechos fundamentales, en la medida en que no se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley Penitenciaria; por otra, reconoce, junto al acceso a la cultura y al desarrollo de la personalidad del interno, un derecho al trabajo remunerado que, participando de los caracteres de los derechos prestacionales, tiene, conforme a reiterada doctrina de este Tribunal, dos aspectos: la obligación de crear la organización prestacional en la medida necesaria para proporcionar a todos los internos un puesto de trabajo y el derecho de éstos a una actividad laboral retribuida o puesto de trabajo dentro de las posibilidades de la organización penitenciaria existente.

3. En el primer aspecto existe, ciertamente, un específico deber de la Administración Penitenciaria de crear y proporcionar los puestos de trabajo que permitan sus disponibilidades presupuestarias, y un mandato, incluso, al legislador, conforme al art. 53.3 de la CE, de que atienda a la necesidad de pleno empleo de la población reclusa, según las posibilidades socioeconómicas y sin perder de vista, precisamente, la indicada finalidad reeducadora y de reinserción social, que por disposición constitucional, tiene la pena. Y, desde el punto de vista subjetivo de quien está cumpliendo pena de prisión, es un derecho de aplicación progresiva, cuya efectividad se encuentra condicionada a los medios de que disponga la Administración en cada momento, no pudiendo pretenderse, conforme a su naturaleza, su total exigencia de forma inmediata (SSTC 82/1986 y 2/1987).

En el segundo aspecto, como derecho a la actividad laboral dentro de la organización prestacional existente, sí debe reconocerse una situación jurídica plenamente identificable con un derecho fundamental del interno, con la doble condición de derecho subjetivo y elemento esencial del ordenamiento jurídico (SSTC 25/1981 y 163/1986), exigible frente a la Administración Penitenciaria en las condiciones legalmente establecidas [art. 26.2 e), Capítulo Segundo de la Ley Orgánica General Penitenciaria, art. 182.2.d) y Capítulo Cuarto del Título III del Reglamento Penitenciario], tanto en vía jurisdiccional como, en su caso, en sede constitucional a través del recurso de amparo.

De acuerdo con los citados criterios, reiteradamente expuestos por la jurisprudencia de este Tribunal (AATC 256/1988, 1.112/1988, 95/1989 y PTC de 13 de marzo de 1989, RA 1.573/1988), la Administración Penitenciaria debe superar gradualmente las situaciones de carencia o de imposibilidad de proporcionar a todos los internos un trabajo retribuido, arbitrando las medidas necesarias a su alcance, y observando mientras tanto no se consiga el pleno empleo de la población reclusa, el orden de prelación que el art. 201 del Reglamento Penitenciario establece para distribuir los puestos de trabajo disponibles. Pero únicamente tendrá relevancia constitucional el amparo del derecho al trabajo del penado si se pretende un puesto de trabajo existente al que se tenga derecho dentro del orden de prelación establecido, que no puede ser objeto de una aplicación arbitraria o discriminatoria.» (STC 172/1989, de 19 de octubre, y en términos semejantes, STC 17/1993, de 18 de enero).








Artículo 27 




1. El trabajo que realicen los internos, dentro o fuera de los establecimientos, estará comprendido en alguna de las siguientes modalidades:

a) Las de formación profesional, a las que la Administración dará carácter preferente.

b) Las dedicadas al estudio y formación académica.

c) Las de producción de régimen laboral o mediante fórmulas cooperativas o similares de acuerdo con la legislación vigente.

d) Las ocupacionales que formen parte de un tratamiento.

e) Las prestaciones personales en servicios auxiliares comunes del establecimiento.

f) Las artesanales, intelectuales y artísticas.

2. Todo trabajo directamente productivo que realicen los internos será remunerado y se desarrollará en las condiciones de seguridad e higiene establecidas en la legislación vigente.



Concordancias

- RP: 122 a 124, 130 y 132.

- RD 782/2001: 1, 15 y 16.

- Acuerdo del Consejo de Ministros, de 1 de julio de 2005, por el que se aprueban las instrucciones por las que se determina el procedimiento para autorizar el desarrollo de actividades laborales, por parte de los internos extranjeros en los talleres productivos de los centros penitenciarios, y el ejercicio de actividades laborales a penados extranjeros en régimen abierto o en libertad condicional.

- Instrucción 10/2005 SP: Accidentes laborales de los internos.

Comentarios

Trabajo de extranjeros

Acuerdo del Consejo de Ministros, de 1 de julio de 2005, por el que se aprueban las instrucciones por las que se determina el procedimiento para autorizar el desarrollo de actividades laborales, por parte de los internos extranjeros en los talleres productivos de los centros penitenciarios, y el ejercicio de actividades laborales a penados extranjeros en régimen abierto o en libertad condicional.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 25.2 de la Constitución Española y las normas legales vigentes en la materia, los internos extranjeros pueden ser objeto de relación laboral especial penitenciada en los talleres productivos de los Centros Penitenciados en igualdad de condiciones que los internos españoles, incluyendo los beneficies correspondientes a la Seguridad Social, pudiendo asimismo los penados extranjeros acceder al trabajo productivo en igualdad de condiciones que los penados españoles, debiendo tenerse en cuenta, no obstante, que la Ley Orgánica 4/2000, de 1 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, determina expresamente, en su artículo 36.1, la obligatoriedad, por parte de los extranjeros mayores de dieciséis años que deseen ejercer en España cualquier actividad lucrativa laboral o profesional por cuenta propia o ajena de obtener la correspondiente autorización administrativa para trabajar.

La disposición adicional primera del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, aprobado por Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, establece que, cuando circunstancias de naturaleza económica, social o laboral lo aconsejen y en supuestos no regulados de especial relevancia, a propuesta del titular de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración, previo informe del titular de la Secretaría de Estado de Seguridad, el Consejo de Ministros podrá dictar instrucciones que determinen la concesión de autorizaciones de trabajo. Las instrucciones establecerán la forma, los requisitos y los plazos para la concesión de dichas autorizaciones de trabajo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, el Consejo de Ministros en su reunión del día 1 de julio de 2005 ha adoptado el siguiente

ACUERDO

Aprobar las instrucciones por las que se determina el procedimiento para autorizar el desarrollo de actividades laborales, por parte de los internos extranjeros en los talleres productivos de los centros penitenciarios, y el ejercicio de actividades laborales a penados extranjeros en régimen abierto o en libertad condicional.

Instrucciones por las que se determina el procedimiento para autorizar el desarrollo de actividades laborales, por parte de los internos extranjeros, en los talleres productivos de los centros penitenciarios, y el ejercicio de actividades laborales a penados extranjeros en régimen abierto o en libertad condicional

El artículo 25.2 de la Constitución Española establece el derecho, de los condenados a penas de prisión que estuvieren cumpliendo las mismas, a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, lo que el artículo 13.1 de nuestra Norma Fundamental garantiza igualmente a los extranjeros en los términos que establezcan los Tratados y la Ley.

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, expresamente determina, en su artículo 36.1, la obligatoriedad, por parte de los extranjeros mayores de dieciséis años que deseen ejercer en España cualquier actividad lucrativa, laboral o profesional, por cuenta propia o ajena, de obtener la correspondiente autorización administrativa para trabajar.

La Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre1 General Penitenciaria, regula el trabajo de los internos en los Centros Penitenciarios en sus artículos 26 a 35, considerándolo «como un derecho y un deber del interno, siendo un elemento fundamental del tratamiento» (artículo 26, párrafo 1.°). En este sentido, todo trabajo directamente productivo que realicen los internos, dentro o fuera de los establecimientos, será remunerado y se desarrollará en las condiciones de seguridad e higiene establecidas en la legislación vigente (artículo 27). Por otra parte, la citada Ley establece que «las penas privativas de libertad se ejecutarán según el sistema de individualización científica, separado en grados, el último de los cuales será el de libertad condicional. En ningún caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando por la evolución de su tratamiento se haga merecedor de su progresión» (artículo 72, apartados 1 y 4).

Por su parte, el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, considera relación laboral de carácter especial la de los penados en las Instituciones Penitenciarias (artículo 2.1, apartado c), estableciendo en su Disposición final quinta que el Gobierno dictará las disposiciones que sean precisas para el desarrollo de esta Ley.

El Real Decreto 782/2001, de 6 de julio, regula la relación laboral especial penitenciaria de los internos que realizan actividades laborales en talleres penitenciarios y su protección de Seguridad Social. En este sentido, entiende por relación laboral especial penitenciaria la establecida entre el organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias u órgano autonómico equivalente, de un lado, y, de otro, los internos trabajadores, corno consecuencia del desarrollo por estos últimos de actividades laborales de producción por cuenta ajena.

Por lo que se refiere a los internos extranjeros, el artículo 5.1.a) del Real Decreto 782/2001, de 6 de julio, recoge, entre los derechos laborales de los internos trabajadores, el de no ser discriminados para el empleo, o una vez empleados, por razones de nacionalidad.

De acuerdo con este principio, y con las normas constitucionales y legales citadas, los internos extranjeros pueden ser objeto de relación laboral especial penitenciaria en los talleres productivos de los Centros Penitenciarios en igualdad de condiciones que los internos españoles, incluyendo los beneficios correspondientes a la Seguridad Social, pudiendo asimismo los penados extranjeros acceder al trabajo productivo en igualdad de condiciones que los penados españoles; debiendo tenerse en cuenta, no obstante, que la Ley Orgánica 4/2000, como antes se ha dicho, expresamente determina, en su artículo 36.1, la obligatoriedad, por parte de los extranjeros mayores de dieciséis años que deseen ejercer en España cualquier actividad lucrativa, laboral o profesional, por cuenta propia o ajena, de obtener la correspondiente autorización administrativa para trabajar.

La Disposición adicional primera del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, aprobado por Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, establece que, cuando circunstancias de naturaleza económica, social o laboral lo aconsejen y en supuestos no regulados de especial relevancia, a propuesta del titular de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración, previo informe del titular de la Secretaría de Estado de Seguridad, el Consejo de Ministros podrá dictar instrucciones que determinen la concesión de autorizaciones de trabajo. Las instrucciones establecerán la forma, los requisitos y los plazos para la concesión de dichas autorizaciones de trabajo.

Por todo lo anterior, a propuesta de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración, previo informe favorable del Secretario de Estado de Seguridad, se dictan las siguientes Instrucciones:

PRIMERA:

1.- Toda resolución de la Autoridad judicial que ordene el ingreso en prisión de un interno extranjero tendrá validez de autorización de trabajo, a los efectos en materia de afiliación, alta y cotización a la Seguridad Social, para el desarrollo de actividades laborales en los talleres productivos de los Centros Penitenciarios, gestionados por el Organismo Autónomo de Trabajo y Formación para el Empleo.

2.- Dicha resolución será comunicada por la Dirección del Centro Penitenciario a la Subdelegación del Gobierno en la provincia en la que dicho Centro se encuentre ubicado, o a la Delegación del Gobierno en el caso de Comunidades Autónomas uniprovinciales, y a la Dirección General de Inmigración de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración.

3.- La validez de dicha resolución judicial como autorización de trabajo se prolongará hasta la finalización de las actividades laborales en los talleres productivos de los Centros Penitenciarios.

4.- Todo ello no obstará a la consideración como causa de expulsión, previa la tramitación del correspondiente expediente, de toda condena, a un extranjero, por una conducta dolosa que constituya en España delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un año, salvo cancelación de los antecedentes penales o concurrencia de las circunstancias del artículo 57.6 de la Ley Orgánica 4/2000.

SEGUNDA:

1.- Cuando la condena de un penado extranjero no haya sido sustituida por la sanción de expulsión por el Juez o Tribunal sentenciador, la Subdelegación del Gobierno, o Delegación del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, podrá conceder validez de autorización de trabajo a la resolución de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias de clasificación en tercer grado o al Auto del Juez de Vigilancia por el que acuerda dicha clasificación o fa concesión de libertad condicional, siempre que el penado extranjero reúna una de las siguientes condiciones:


	
- Encontrarse en la situación de residencia o en la de estancia por estudios, en el momento de producirse la condena, teniendo en cuenta la posibilidad que establece el artículo 31.4 de la Ley Orgánica 4/2000. 

	
- Encontrarse en el momento de la condena o en el de la resolución de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias de clasificación en tercer grado o Auto del Juez de Vigilancia por el que acuerda dicha clasificación o la concesión de libertad condicional, en uno de los supuestos del artículo 45 del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000 aprobado por Real Decreto 2393/2004, para la obtención de una autorización de residencia temporal por circunstancias excepcionales. 

	
- Encontrarse en el momento de la condena o en el de la resolución de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias de clasificación en tercer grado o Auto del Juez de Vigilancia por el que acuerda dicha clasificación o la concesión de libertad condicional, en uno de los supuestos del artículo 72 del Reglamento de la. Ley Orgánica 4/2000 aprobado por Real Decreto 2393/2004, para la obtención de una autorización de residencia permanente. Cuando no concurra ninguna de las condiciones antes enumeradas, deberá tenerse en cuenta, especialmente, la posible aplicación del artículo 57.2 de la Ley Orgánica 4/2000, en relación con la sanción de expulsión, y la comunicación interorgánica de infracciones prevista en el artículo 151.3, 4 y 5 del Reglamento de dicha Ley Orgánica, así como en los artículos 26 y 197 del Reglamento Penitenciario aprobado por el Real Decreto 196/1996. 





2.- La Dirección General de Instituciones Penitenciarias dará traslado de su resolución, o del Auto del Juez de Vigilancia, a la Delegación o Subdelegación del Gobierno competente, a los efectos de la instrucción del expediente de concesión de validez de autorización de trabajo, y a la Dirección General de Inmigración.

3.- Dicha concesión de validez de autorización de trabajo tendrá plenos efectos en materia de afiliación alta y cotización a la Seguridad Social, no otorgará por sí misma, en ningún caso, la condición de residente extranjero, y tendrá una duración máxima de seis meses y hasta la fecha de cumplimiento de la condena, pudiendo solicitarse por el interesado su renovación sucesiva a la Delegación o Subdelegación del Gobierno competente.

4.- Todo ello no obstará a la consideración como causa de expulsión, previa la tramitación del correspondiente expediente, de toda condena, a un extranjero, por una conducta dolosa que constituya en España delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un año, salvo cancelación de los antecedentes penales o concurrencia de las circunstancias del artículo 57.6 de la Ley Orgánica 4/2000.

TERCERA:

No obstante lo dispuesto en las Instrucciones anteriores, los extranjeros a quienes se hubiera autorizado a trabajar al amparo del artículo 66.5 del Reglamento de ejecución de la Ley Orgánica 4/2000, aprobado por Real Decreto 864/2001, de 20 de julio, actualmente derogado, podrán volver a ser autorizados a trabajar, siempre y cuando subsistan las condiciones que motivaron en aquel momento la concesión de validez como permiso o autorización de trabajo a otro tipo de documentación.






Artículo 28 



El trabajo será compatible con las sesiones de tratamiento y con las necesidades de enseñanza en los niveles obligatorios. A tal fin, la Administración adoptará las medidas que reglamentariamente se determinen para asegurar la satisfacción de aquellos fines y garantizar la efectividad del resultado.







Artículo 29 




1. Todos los penados tendrán obligación de trabajar, conforme a sus aptitudes físicas y mentales.

Quedarán exceptuados de esta obligación, sin perjuicio de poder disfrutar, en su caso, de los beneficios penitenciarios:

a) Los sometidos a tratamiento médico por causa de accidente o enfermedad, hasta que sean dados de alta.

b) Los que padezcan incapacidad permanente para toda clase de trabajos.

c) Los mayores de 65 años.

d) Los perceptores de prestaciones por jubilación.

e) Las mujeres embarazadas durante dieciséis semanas ininterrumpidas ampliables por parto múltiple hasta dieciocho semanas. El período de excepción se distribuirá a opción de la interesada siempre que seis semanas sean inmediatamente posteriores al parto.

f) Los internos que no puedan trabajar por razón de fuerza mayor.

2. Los sometidos a prisión preventiva podrán trabajar conforme a sus aptitudes e inclinaciones. La Administración del establecimiento les facilitará los medios de ocupación de que disponga, permitiendo al interno procurarse a sus expensas otros, siempre que sean compatibles con las garantías procesales y la seguridad y el buen orden de aquél. Los que voluntariamente realicen cualquiera de los trabajos expresados en el artículo 27 lo harán en las condiciones y con los efectos y beneficios previstos en esta Ley. Todo interno deberá contribuir al buen orden, limpieza e higiene del establecimiento, siendo reglamentariamente determinados los trabajos organizados a dichos fines.



Concordancias

- CEDH: 3.

- RP: 5.2 f), 78 y 133.

- RD 782/2001: 9 y 10.

- RPE: 100 y 105.

Modificaciones

El artículo 29.1 e) fue modificado por la Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre. Su exposición de motivos justificaba estas reformas de la siguiente forma:

«Por último, los cambios en la protección por maternidad hacen necesario que las internas embarazadas puedan disfrutar del mismo período de descanso que el resto de las mujeres. De ahí que se proponga la ampliación del tiempo en que se las exime del trabajo a lo previsto en la legislación laboral.»


Su anterior redacción era la siguiente:

«e) Las mujeres embarazadas durante las seis semanas anteriores a la fecha prevista para el parto, y las ocho posteriores al alumbramiento».


Comentarios

El artículo 4.3.a) del Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950 y ratificado por España mediante Instrumento de ratificación de 26 de septiembre de 1979 (BOE núm. 300, de 15 de diciembre de 1979), establece que no se considera como trabajo forzado u obligatorio «todo trabajo exigido normalmente a una persona privada de libertad en las condiciones previstas por el artículo 5 del presente Convenio, o durante su libertad condicional».

En base a este artículo la Comisión entiende que el trabajo requerido normalmente de una persona sometida a la detención en las condiciones previstas en el artículo no es considerada como trabajo forzoso (el artículo 5 establece que nadie puede ser privado de su libertad, salvo en los casos que el propio artículo cita, y con arreglo al procedimiento previsto por la ley).

Jurisprudencia

STC 116/2002, de 20 de mayo (FJ 5):


«5. En relación con el art. 25 CE se alegan dos presuntas vulneraciones: una relacionada con el principio de legalidad recogido en el apartado 1 y otra con el apartado 2 en cuanto establece que "nadie puede ser sometido a trabajos forzados". Aunque en la demanda no se desarrolle, debe entenderse que la primera de las alegaciones parte de la comprensión de que no puede constituir infracción la negativa a realizar un trabajo que se considera "forzado", porque tal tipificación sería contraria a la Constitución, lo que permite subsumir esta denuncia en la vulneración del art. 25.2 CE. Pues bien, esta alegación no tiene tampoco fundamento; se afirma en la demanda que del art. 25.2 CE se deduce que el trabajo en prisión es un derecho del interno, no una obligación, y que lo contrario será tanto como admitir los trabajos forzados, prohibidos por el precepto constitucional. Frente a ello cabe decir que lo que la Administración penitenciaria exigió al recurrente fue, sencillamente, la limpieza que por turno le correspondía de parte de las zonas comunes de su módulo, prestación contemplada en el art. 29 de la Ley Orgánica general penitenciaria (LOGP).

Parece obvio insistir en que la prestación solicitada al recurrente de realizar la limpieza de parte de las zonas comunes de su módulo que por turno le correspondía no puede ser considerada, a los efectos del art. 25.2 CE, como un "trabajo forzoso". La negativa a su cumplimiento fue lo que fundamentó la sanción impuesta.

Es cierto que el art. 25.2 CE ordena que "Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados"; pero considerar que la orden de limpiar parte de las zonas comunes del módulo de prisión es un trabajo forzado, como afirma el recurrente, pugna con el más elemental sentido común, máxime cuando las únicas razones que alega el recurrente cuando así se le ordena son que "no quería realizar ningún tipo de trabajo porque no puedo obtener beneficio, no redimo", o que "yo no limpio porque no he trabajado en la vida, ni voy a trabajar", según consta en los partes disciplinarios, sin ninguna referencia a quebrantamiento alguno de su dignidad, ni a lo desmesurado de la prestación que se le impone.

Tampoco, en relación con el último inciso del art. 25.2 CE, se puede estimar la queja del actor. Sin perjuicio de que la prestación que se le exige ni siquiera constituye el trabajo al que se refiere el precepto, lo que la Ley general penitenciaria en su art. 26 y el Reglamento penitenciario en el art. 4.2 f) reconocen, es el derecho al trabajo, no la prohibición constitucional de exigir al interno determinadas prestaciones, ni siquiera la consideración del trabajo como un deber que figura también en el referido art. 26 LOGP. La prestación que se le exigió al recurrente debe entenderse, no tanto como un trabajo a los efectos del art. 26 LOGP, sino como una prestación personal obligatoria justificable por la especial intensidad con la que opera la relación especial de sujeción del interno, de la que se deduce su deber de colaboración en las tareas comunes del centro penitenciario. Esa relación de sujeción especial, que en todo caso debe ser entendida en un sentido reductivo compatible con el valor preferente de los derechos fundamentales (SSTC 120/1990, de 27 de junio, FJ 6; 137/1990, de 19 de julio, FJ 4; 11/1991, de 17 de enero, FJ 2; 57/1994, de 28 de febrero, FJ 3; 35/1996, de 11 de marzo, FJ 2; 170/1996, de 29 de octubre, FJ 4; 175/1997, de 27 de octubre, FJ 2; 58/1998, de 16 de marzo, FJ 5; 188/1999, de 25 de octubre, FJ 5; 175/2000, de 26 de junio, FJ 2; y 27/2001, de 29 de enero, FJ 3, entre otras), origina un entramado de derechos y deberes recíprocos de la Administración penitenciaria y el recluido. De ese entramado destaca, a los efectos que a este amparo interesa, de un lado, la obligación esencial de la institución penitenciaria de garantizar y velar, como repetidamente se cuida de señalar la legislación penitenciaria, por la seguridad y el buen orden que deben regir en el centro, y, de otro lado, el correlativo deber del interno de acatar y observar las normas de régimen interior reguladoras de la vida del establecimiento.

En lo que aquí respecta hay que citar el art. 5.1 RP, según el cual "el interno se incorpora a una comunidad que le vincula de forma especialmente estrecha, por lo que se le podrá exigir una colaboración activa y un comportamiento solidario en el cumplimiento de sus obligaciones". El apartado 2 b) del referido precepto ordena que "deberá acatar las normas de régimen interno y las órdenes que reciba del personal penitenciario"; el apartado f) establece que los internos deberán "realizar las prestaciones personales obligatorias impuestas por la Administración penitenciaria para el buen orden y limpieza de los establecimientos". Por su parte, el art. 78 RP establece que "1. Todos los reclusos están obligados a respetar ... procurando que las instalaciones se encuentren siempre limpias y haciendo buen uso de las mismas", y el apartado 2 dispone que "conforme a lo establecido en el art. 29.2 de la LOGP, los internos vendrán obligados a realizar las prestaciones personales necesarias para el mantenimiento del buen orden, limpieza y la higiene en los establecimientos". El art. 29.2 LOGP, por su parte, establece que "todo interno deberá contribuir el buen orden, limpieza e higiene del establecimiento, siendo reglamentariamente determinados los trabajos organizados a dichos fines". Ninguna de estas prescripciones puede considerarse contraria a los derechos fundamentales de los internos. A todo lo dicho debe señalarse que, si bien el art. 4.2 del Convenio europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de 4 de noviembre de 1950, ratificado por España mediante Instrumento de 26 de septiembre de 1979, señala que "Nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u obligatorio", en el apartado 3 a) indica que no se considera trabajo forzado u obligatorio "todo trabajo exigido normalmente a una persona privada de libertad en las condiciones previstas por el artículo 5 del presente Convenio" (penados y detenidos preventivamente).

Lo realmente relevante es que el recurrente asimila este tipo de prestaciones personales al concepto de trabajos forzados que emplea el artículo 25.2 de la Constitución, lo cual debe ser rechazado categóricamente. Hemos dicho (ATC 608/1985, de 18 de septiembre) que el concepto de "trabajos forzados" tiene que ver con la naturaleza punitiva de éstos, pues con ellos se persigue incrementar el padecimiento del reo con su dureza y, a menudo, con su inutilidad, de modo que solamente podrían integrar este concepto los que se impongan como pena asimilada a la comisión de un delito, o los que consistan en la utilización del recluso, en el interior o en el exterior del centro penitenciario, como mano de obra productiva y no remunerada al servicio del Estado. Hay que rechazar, por lo tanto, que las denominadas "prestaciones personales obligatorias", relacionadas con el buen orden en los centros penitenciarios, integren el concepto de trabajo punitivo y menos aún, el de trabajo forzado. La Ley penitenciaria, y su Reglamento, como ya expusimos, configuran el trabajo de los reclusos como un derecho y, a la vez, un deber que no puede tener carácter aflictivo, ni ser aplicado como medida de corrección, sino que está orientado precisamente a la finalidad de las penas privativas de libertad. Lo anterior se traduce en la obligación por parte de la Administración penitenciaria de, en primer lugar, encaminar el trabajo a un fin determinado -preparar al interno para la vida en libertad-; seguidamente, impone que el interno goce de la protección de la legislación vigente en materia de Seguridad Social y, en tercer lugar, no ha de estar supeditado al logro de intereses económicos por la Administración (art. 26 LOGP), sino que, por el contrario, debe ser remunerado (art. 27.2 de la misma Ley). Nada, pues, tienen que ver este tipo de prestaciones personales obligatorias, relacionadas con la necesidad de mantener la salubridad e higiene en los centros penitenciarios, ni con el trabajo de los reclusos, ni mucho menos con los trabajos forzados, por más que aquéllas sean obligatorias.»








Artículo 30 



Los bienes, productos o servicios obtenidos por el trabajo de los internos tendrán en igualdad de condiciones, carácter preferente en las adjudicaciones de suministros y obras de las Administraciones públicas.







Artículo 31 




1. La dirección y el control de las actividades desarrolladas en régimen laboral dentro de los establecimientos corresponderá a la Administración penitenciaria.

2. La Administración estimulará la participación de los internos en la organización y planificación del trabajo.



Concordancias

- LOGP: 24 y 33.

- RP: 4.2.i) y 55 a 61.

- RD 782/2001: 5.1.e) y 11 a 13.






Artículo 32 



Los internos podrán formar parte del Consejo Rector y de la Dirección o Gerencia de las cooperativas que se constituyan. La Administración adquirirá la cualidad de socio de aquéllas, contribuyendo a la consecución del correspondiente objeto social de conformidad con la legislación vigente.







Artículo 33 




1. La Administración organizará y planificará el trabajo de carácter productivo en las condiciones siguientes:

a) Proporcionará trabajo suficiente para ocupar en días laborables a los internos, garantizando el descanso semanal.

b) La jornada de trabajo no podrá exceder de la máxima legal y se cuidará de que los horarios laborales permitan disponer de tiempo suficiente para la aplicación de los medios de tratamiento.

c) Velará por que la retribución sea conforme al rendimiento, categoría profesional y clase de actividad desempeñada.

d) Cuidará de que los internos contribuyan al sostenimiento de sus cargas familiares y al cumplimiento de sus restantes obligaciones, disponiendo el recluso de la cantidad sobrante en las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

2. La retribución del trabajo de los internos sólo será embargable en las condiciones y con los requisitos establecidos para el salario del trabajador libre.



Concordancias

- LOGP: 26.d).

- RP: .4.2.i) y 55 a 61.

- RD 782/2001: 4.2, 16 y 17.

- LEC: 1447 y ss.

- ET: 27.2.






Artículo 34 



Los internos, en cuanto trabajadores por cuenta ajena o socios cooperadores, asumirán individualmente la defensa de sus derechos e intereses laborales o cooperativos, que ejercitarán ante los Organismos y tribunales competentes, previa reclamación o conciliación en vía administrativa y en la forma que reglamentariamente se determine.


Concordancias

- RD 782/2001: 1.5.

- LRJAP-PAC: 120.

- Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que aprueba el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral: 69 a 73.

Comentarios

La reclamación previa a la vía judicial aparece regulada en el artículo 120 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y en los artículos 69 a 73 del Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral.

El artículo 120 citado establece que la reclamación en vía administrativa es requisito previo al ejercicio de acciones fundadas en derecho privado o laboral contra cualquier Administración Pública, salvo los supuestos en que dicho requisito esté exceptuado por una disposición con rango de ley. Por su parte el artículo 125 establece que la reclamación previa a la vía judicial laboral deberá dirigirse al Jefe administrativo o Director del establecimiento u Organismo en que el trabajador preste sus servicios, y transcurrido un mes sin haber sido notificada resolución alguna, el trabajador podrá considerar desestimada la reclamación a los efectos de la acción judicial laboral.

La regulación contenida en el Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, es la siguiente:


«Artículo 69.

1. Para poder demandar al Estado, Comunidades Autónomas, Entidades locales u Organismos autónomos dependientes de los mismos será requisito previo haber reclamado en vía administrativa en la forma establecida en las leyes.

2. Denegada la reclamación o transcurrido un mes sin haber sido notificada la resolución, el interesado podrá formalizar la demanda ante el Juzgado o la Sala competente, a la que acompañará copia de la resolución denegatoria o documento acreditativo de la presentación de la reclamación uniendo copia de todo ello para la entidad demandada.

3. No surtirá efecto la reclamación si la resolución fuese denegatoria y el interesado no presentare la demanda ante el Juzgado en el plazo de dos meses, a contar de la notificación o desde el transcurso del plazo en que deba entenderse desestimada, salvo en las acciones derivadas de despido, en las que el plazo de interposición de la demanda será de veinte días.

Artículo 70.

1. Se exceptúan de este requisito los procesos relativos al disfrute de vacaciones y a materia electoral, los de movilidad geográfica, modificación sustancial de las condiciones de trabajo, los de derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral a los que se refiere el artículo 138 bis, los iniciados de oficio, los de conflicto colectivo, los de impugnación de convenios colectivos, los de impugnación de estatutos de los sindicatos o de su modificación, los de tutela de la libertad sindical y demás derechos fundamentales y las reclamaciones contra el Fondo de Garantía Salarial, al amparo de lo prevenido en el artículo 33 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

2. También se exceptúa el ejercicio de las acciones laborales derivadas de los derechos establecidos en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Artículo 71.

1. Será requisito necesario para formular demanda en materia de Seguridad Social que los interesados interpongan reclamación previa ante la Entidad gestora o Tesorería General de la Seguridad Social correspondiente.

2. La reclamación previa deberá interponerse, ante el órgano que dictó la resolución, en el plazo de treinta días desde la notificación de la misma, si es expresa, o desde la fecha en que, conforme a la normativa reguladora del procedimiento de que se trate, deba entenderse producido el silencio administrativo.

Si la resolución, expresa o presunta, hubiera sido dictada por una entidad colaboradora, la reclamación previa se interpondrá, en el mismo plazo, ante el órgano correspondiente de la Entidad gestora o Servicio común cuando resulte competente.

3. Cuando en el reconocimiento inicial o la modificación de un acto o derecho en materia de Seguridad Social la Entidad correspondiente esté obligada a proceder de oficio, en el caso de que no se produzca acuerdo o resolución, el interesado podrá solicitar que se dicte, teniendo esta solicitud valor de reclamación previa.

4. Formulada reclamación previa en cualquiera de los supuestos mencionados en el presente artículo, la Entidad deberá contestar expresamente a la misma en el plazo de cuarenta y cinco días. En caso contrario se entenderá denegada la reclamación por silencio administrativo.

5. La demanda habrá de formularse en el plazo de treinta días, a contar desde la fecha en que se notifique la denegación de la reclamación previa o desde el día en que se entienda denegada por silencio administrativo.

6. Las entidades gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social expedirán recibo de presentación o sellarán debidamente, con indicación de la fecha, las copias de las reclamaciones que se dirijan en cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley. Este recibo o copia sellada deberá acompañar inexcusablemente la demanda.

Artículo 72.

1. En el proceso no podrán introducir las partes variaciones sustanciales de tiempo, cantidades o conceptos respecto de los formulados en la reclamación previa y en la contestación a la misma.

2. La parte demandada que no hubiera contestado a la reclamación previa no podrá fundar su oposición en hechos distintos a los aducidos en el expediente administrativo, si lo hubiere, salvo que los mismos se hubieran producido con posterioridad.

Artículo 73.

La reclamación previa interrumpirá los plazos de prescripción y suspenderá los de caducidad, reanudándose estos últimos al día siguiente al de la notificación de la resolución o del transcurso del plazo en que deba entenderse desestimada.»








Artículo 35 



Los liberados que se hayan inscrito en la Oficina de Empleo dentro de los 15 días siguientes a su excarcelación y no hayan recibido una oferta de trabajo adecuada tendrán derecho a la prestación por desempleo en las condiciones que reglamentariamente se establezcan.


Concordancias

- Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social: 215 y ss.

- Instrucción 13/2011 CSP: Prescripción, adquisición, dispensación y sustitución de productos farmacéuticos.

- Instrucción 15/2011 TGP: Programa de normalización de conductas.

Comentarios

El Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, establece que serán beneficiarios del subsidio por desempleo, entre otros, los parados que, figurando inscritos como demandantes de empleo durante el plazo de un mes, sin haber rechazado oferta de empleo adecuada ni haberse negado a participar, salvo causa justificada, en acciones de promoción, formación o reconversión profesionales, y careciendo de rentas de cualquier naturaleza superiores, en cómputo mensual, al 75 por 100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, hayan sido liberados de prisión y no tengan derecho a la prestación por desempleo, siempre que la privación de libertad haya sido por tiempo superior a seis meses. Se entenderán comprendidos en dicha situación los menores liberados de un centro de internamiento en el que hubieran sido ingresados como consecuencia de la comisión de hechos tipificados como delito, siempre que, además de haber permanecido privados de libertad por el tiempo antes indicado, en el momento de la liberación sean mayores de dieciséis años. Asimismo, se entenderán comprendidas en dicha situación las personas que hubiesen concluido un tratamiento de deshabituación de su drogodependencia, siempre que el mismo hubiera durado un período superior a seis meses y hayan visto remitida su pena privativa de libertad en aplicación de lo previsto en el artículo 87 del CP. Si el trabajador tuviera derecho al «subsidio por desempleo para trabajadores mayores de cincuenta y dos años», percibiría éste. La duración del subsidio será de seis meses prorrogables, por períodos semestrales, hasta un máximo de dieciocho meses. La cuantía del subsidio por desempleo será igual al 80 por 100 del indicador público de rentas de efectos múltiples mensual vigente en cada momento (IPREM).






Capítulo III. Asistencia sanitaria 



Concordancias

- CE: 25.2 y 43.

- LOGP: 3.4.

- RP: 4.2.a), 88 y 207 a 220.

- RP 1981: 288 a 291, 299, 311 a 313, 324 y 341.

- Ley 13/1998 de 4 de mayo de ordenación del mercado de tabacos y normativa tributaria: disposición adicional séptima.

- Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica.

- Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los productos del tabaco: 5 y disposición adicional sexta.

- Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios: disposición adicional cuarta.

- Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública: disposición adicional tercera.

- Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación biomédica.

- RPE: 39 a 48.

- Recomendación R (93) 6 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros, concerniente a los aspectos penitenciarios y criminológicos de control de las enfermedades transmisibles y, especialmente, el sida y los problemas conexos de salud en prisión.

- Recomendación R (98) 7 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros, relativa a los aspectos éticos y organizativos de la asistencia de la salud en el ambiente penitenciario.

- Circular 2/1998 SP: Suspensión de traslados en casos de pruebas médicas pendientes.

- Instrucción 4/1998 SP: Nuevo modelo de estadística sanitaria mensual.

- Instrucción 12/1998 SP: Nueva documentación sanitaria.

- Instrucción 3/1999 SP: Modificación de la estadística sanitaria mensual.

- Instrucción 5/1999 SP: Nueva documentación sanitaria.

- Circular 1/2000 SA: Criterios de emisión de informe médico para aplicación de artículos 104.4 y 196.2 RP.

- Instrucción 10/2000 SA: Normas sobre conservación, manipulación y preparación de alimentos.

- Instrucción 3/2001 SP: Nuevos libros de registro de actividad sanitaria.

- Instrucción 5/2001 SP: Programa de intercambio de jeringuillas.

- Instrucción 9/2001 SP: Visitas a internos hospitalizados.

- Instrucción 11/2001 SP: Accidentes laborales de los internos.

- Instrucción 8/2003 SP: Historia clínica.

- Instrucción 11/2005 SP: Trabajos, estudios e investigaciones en el medio penitenciario.

- Instrucción 3/2006 TyG/S: Atención penitenciaria a internos en tratamiento médico de especial penosidad.

- Instrucción 7/2006 TGP: Integración penitenciaria de personas transexuales.

- Instrucción 2/2007 TGP/SP: Implantación sistema de videoconferencia.

- Instrucción 8/2007 PE: Determinación del valor/hora en la realización de guardias sanitarias.

- Instrucción 9/2007 TGP: Clasificación y destino de penados. Régimen cerrado. Régimen abierto. Informes.

- Instrucción 12/2007 SP: Informes sanitarios.

- Instrucción 16/2007 SP: Adquisición, dispensación y custodia de productos farmacéuticos.

- Instrucción 3/2011 TGP: Plan de intervención general en materia de drogas en la institución penitenciaria.

- Instrucción 4/2011 DGCT: Medidas de protección del tabaquismo en los centros penitenciarios.

- Instrucción 12/2011 TGP: Internos de especial seguimiento/medidas de seguridad.

Comentarios

La disposición adicional sexta de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, prevé la transferencia a las comunidades autónomas de los servicios e instituciones sanitarias dependientes de Instituciones Penitenciarias, en los siguientes términos: «Los servicios sanitarios dependientes de Instituciones Penitenciarias serán transferidos a las comunidades autónomas para su plena integración en los correspondientes servicios autonómicos de salud. A tal efecto, en el plazo de 18 meses desde la entrada en vigor de esta ley y mediante el correspondiente real decreto, se procederá a la integración de los servicios sanitarios penitenciarios en el Sistema Nacional de Salud, conforme al sistema de traspasos establecidos por los estatutos de autonomía».






Artículo 36 




1. En cada centro existirá al menos un Médico general con conocimientos psiquiátricos, encargado de cuidar de la salud física y mental de los internos y de vigilar las condiciones de higiene y salubridad en el establecimiento, el cual podrá, en su caso, solicitar la colaboración de especialistas. Igualmente habrá cuando menos un Ayudante Técnico Sanitario y se dispondrá de los servicios de un Médico Odontólogo y del personal auxiliar adecuado.

2. Además de los servicios médicos de los establecimientos, los internos podrán ser asistidos en las instituciones hospitalarias y asistenciales de carácter penitenciario y, en casos de necesidad o de urgencia, en otros centros hospitalarios.

3. Los internos podrán solicitar a su costa los servicios médicos de profesionales ajenos a las Instituciones penitenciarias, excepto cuando razones de seguridad aconsejen limitar este derecho.



Concordancias

- RP: 35, 155, 207, 208.2, 209, 210, 212, 213, 217 y 218.

- RP 1981: 288 a 291 y 324.

- RPE: 34.3.

- Instrucción 3/2006 TyG/S: Atención penitenciaria a internos en tratamiento médico de especial penosidad.

- Instrucción 2/2007 TGP/SP: Implantación sistema de videoconferencia.

- Instrucción 12/2011 TGP: Internos de especial seguimiento/medidas de seguridad.

Jurisprudencia

El TS en Sentencia de 5 de octubre de 1983 consideró que, a efectos del delito de quebrantamiento de condena, tales centros hospitalarios se convierten en una prolongación filial o dependiente del centro penitenciario.






Artículo 37 




Para la prestación de la asistencia sanitaria todos los establecimientos estarán dotados:

a) De una enfermería, que contará con un número suficiente de camas, y estará provista del material clínico, instrumental adecuado y productos farmacéuticos básicos para curas de urgencia e intervenciones dentales.

b) De una dependencia destinada a la observación psiquiátrica y a la atención de los toxicómanos.

c) De una unidad para enfermos contagiosos.



Concordancias

- RP: 213.

- RP 1981: 311 a 313.

- Instrucción 3/2011 TGP: Plan de intervención general en materia de drogas en la institución penitenciaria.






Artículo 38 




1. En los establecimientos o departamentos para mujeres existirá una dependencia dotada del material de obstetricia necesario para el tratamiento de las internas embarazadas y de las que acaben de dar a luz y se encuentren convalecientes, así como para atender aquellos partos cuya urgencia no permita que se realicen en hospitales civiles.

2. Las internas podrán tener en su compañía a los hijos que no hayan alcanzado los tres años de edad, siempre que acrediten debidamente su filiación. En aquellos centros donde se encuentren ingresadas internas con hijos existirá un local habilitado para guardería infantil. La Administración penitenciaria celebrará los convenios precisos con entidades públicas y privadas con el fin de potenciar al máximo el desarrollo de la relación materno-filial y de la formación de la personalidad del niño dentro de la especial circunstancia determinada por el cumplimiento por la madre de la pena privativa de libertad.

3. Reglamentariamente se establecerá un régimen específico de visitas para los menores que no superen los diez años y no convivan con la madre en el centro penitenciario. Estas visitas se realizarán sin restricciones de ningún tipo en cuanto a frecuencia e intimidad y su duración y horario se ajustará a la organización regimental de los establecimientos.

4. En los establecimientos de mujeres se facilitará a las internas los artículos necesarios de uso normal para la higiene íntima.



Concordancias

- RP: 17, 45, 125, 178 a 181 y 213.

- RPE: 34 y 36.

- Instrucción 13/2007 SA: Lotes higiénicos y prevención de enfermedades.

Modificaciones

El número 2 ha sido modificado por la Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre. Su redacción anterior era la siguiente:

«2. Igualmente podrá existir un local habilitado para guardería infantil y educación preescolar con el fin de que las internas puedan tener en su compañía a los hijos que no hayan alcanzado la edad de escolaridad obligatoria.»


El número 3 fue introducido por la Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre, pasando a ser el anterior número 3 a número 4.

La exposición de motivos de la Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre, justificaba estas reformas de la siguiente forma:


«El artículo 38.2 de la Ley Orgánica General Penitenciaria prevé que las internas puedan conservar consigo a sus hijos hasta alcanzada la edad de escolarización obligatoria.

En los últimos años se ha incrementado el número de mujeres reclusas, pasando entre 1980-1994 de 487 a 3.997, lo que representa un incremento del 800 por 100. La mayoría de estas mujeres tienen entre veintiuno y treinta y cinco años de edad, siendo la media de treinta y dos años, lo cual aumenta la posibilidad de que haya niños en prisión. En la actualidad permanecen con sus madres reclusas 221 niños, de ellos el 83 por 100 menores de tres años y sólo el 17 por 100 de más edad.

El legislador hizo en su momento un esfuerzo importante para facilitar la vida de los niños en las prisiones. Sin embargo, esta posibilidad de permanencia del niño en el interior del centro hasta la edad de seis años puede llegar a comportar graves disfuncionalidades en su desarrollo emocional y psicológico, dado que se hace consciente de la privación de libertad que afecta a su madre y vincula la conformación de su personalidad inicial a tal hecho.

Cierto es que, lejos de cualquier confrontación, debe buscarse un sistema de equilibrio que permita la correlación de los derechos de la madre y los del hijo, pero no menos cierto resulta que ha de darse -en último caso- una prevalencia natural de los inherentes a la parte más débil, por cuanto que sobre ésta el ordenamiento jurídico debe ejercer una especial protección. Por otra parte, los cambios en la organización del sistema educativo permiten la escolarización de los niños a partir de los tres años y los servicios sociales de atención a la infancia abren la posibilidad de formas de vida más adecuadas para su desarrollo. Por todas estas razones los países de nuestro entorno han reducido ya el tiempo de permanencia de los niños con sus madres presas.

Estas consideraciones, junto con el ya experimentado incremento de la población penitenciaria femenina y la previsible evolución de la misma en los próximos años, aconsejan impulsar una reforma del citado precepto tendente a reducir el tiempo máximo de permanencia del niño en el establecimiento penitenciario, demanda ésta que viene siendo requerida de modo coincidente desde ámbitos amplios y diversos.

Igualmente, parece conveniente incluir una expresa orientación para que la Administración penitenciaria promueva los convenios necesarios con entidades públicas y privadas a fin de dotar de un mejor soporte institucional y social a las internas con hijos y de facilitar el mejor desenvolvimiento de la relación materno-filial dentro de las especiales circunstancias que se derivan del cumplimiento de la pena privativa de libertad.»








Artículo 39 



Los diagnósticos psiquiátricos que afecten a la situación penitenciaria de los internos deberán realizarse por un equipo técnico, integrado por un especialista en psiquiatría, un Médico Forense y el del establecimiento, acompañándose en todo caso informe del Equipo de Observación o de Tratamiento.


Concordancias

- CP: 60.

- RP: 184.

- LECr: 991.

- RP: 273.m).






Artículo 40 



La asistencia médica y sanitaria estará asegurada por el reconocimiento inicial de los ingresados y los sucesivos que reglamentariamente se determinen.


Concordancias

- RP: 20 y 214.

- RP 1981: 288.1.

- Instrucción 12/1998 SP: Nueva documentación sanitaria.

- Instrucción 14/1999 SA: Parte médico de asistencia sanitaria por lesiones.

- Instrucción 8/2003 SP: Historia clínica.

- Instrucción 1/2005 GP: Actualización de la instrucción 19/1996, relativa a las oficinas de régimen, cumplimiento de condenas y régimen disciplinario.






Introducci?n



Concordancias

- RP: disposición derogatoria y 231 a 262.

- RP 1981: 109 a 111 y 124 primer párrafo.

- RPE: 56 a 63.

- Instrucción 15/2011 TGP: Programa de normalización de conductas.

Comentarios

Toda colectividad para el logro de sus fines y para el desarrollo normal de sus actividades necesita de la existencia de unas normas que garanticen el orden y una ordenada convivencia. En principio, es de esperar que la mayoría de los miembros acepten esta normativa y en consecuencia adecuen sus actos a la misma. Sin embargo, esto no siempre ocurre así y existen personas que atentan contra las normas establecidas, poniendo en peligro el orden y la convivencia. En estos supuestos, para corregirlos, las colectividades organizadas tienen establecido un sistema de sanciones cuya finalidad es restituir el orden dañado, y al mismo tiempo servir de efecto intimidatorio ante posibles comportamientos contrarios a la norma.

Dentro de estos parámetros generales se encuentran también los establecimientos penitenciarios. En todos ellos se da una convivencia entre personas de distinto origen y con distinto status o posición que hace necesaria la existencia de una disciplina que garantice la seguridad y el buen orden regimental, así como el logro de una convivencia ordenada.

Punto de partida, siempre que hablamos de base legal, debe ser nuestra norma suprema. Así el artículo 25 de la CE, en su núm. 1, establece que «nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento».






Artículo 41 




1. El régimen disciplinario de los establecimientos se dirigirá a garantizar la seguridad y conseguir una convivencia ordenada.

2. Ningún interno desempeñará servicio alguno que implique el ejercicio de facultades disciplinarias.



Concordancias

- RP: 231.1.

Jurisprudencia

El TC en Sentencia 74/1985, de 18 de junio, ha dicho que «es claro que el interno de un centro penitenciario está respecto a la Administración en una relación de sujeción especial de la cual deriva para aquélla una potestad sancionatoria disciplinaria, cuyo ejercicio y límites se regulan en los artículos 104 y siguientes RP» (actualmente serían los artículos 231 y siguientes).






Artículo 42 




1. Los internos no serán corregidos disciplinariamente sino en los casos establecidos en el Reglamento y con las sanciones expresamente previstas en esta Ley.

Las infracciones disciplinarias se clasificarán en faltas muy graves, graves y leves.

2. No podrán imponerse otras sanciones que:

a) Aislamiento en celda, que no podrá exceder de catorce días.

b) Aislamiento de hasta siete fines de semana.

c) Privación de permisos de salida por un tiempo que no podrá ser superior a dos meses.

d) Limitación de las comunicaciones orales al mínimo de tiempo previsto reglamentariamente, durante un mes como máximo.

e) Privación de paseos y actos recreativos comunes, en cuanto sea compatible con la salud física y mental, hasta un mes como máximo.

f) Amonestación.

3. En los casos de repetición de la infracción, las sanciones podrán incrementarse en la mitad de su máximo.

4. La sanción de aislamiento en celda sólo será de aplicación en los casos en que se manifieste una evidente agresividad o violencia por parte del interno, o cuando éste reiterada y gravemente altere la normal convivencia en el centro. En todo caso, la celda en que se cumple la sanción deberá ser de análogas características que las restantes del establecimiento.

5. Al culpable de dos o más faltas se le impondrán las sanciones correspondientes a todas ellas para su cumplimiento simultáneo si fuera posible, y, no siéndolo, se cumplirán por orden de su respectiva gravedad, pero el máximo de su cumplimiento no podrá exceder nunca del triplo del tiempo correspondiente a la más grave, ni de cuarenta y dos días consecutivos en caso de aislamiento en celda.

6. Las sanciones podrán ser reducidas por decisión del órgano colegiado correspondiente o a propuesta del Equipo Técnico, y, cuando se advierta que hubo error en la aplicación de un correctivo se procederá a una nueva calificación, o, en su caso, a levantar inmediatamente el castigo.



Concordancias

- RP: 232.2, 233, 235, 236, 254, 256, 257 y 277.2.f).

Jurisprudencia

Principio de legalidad

La STC 2/1987, de 21 de enero (FJ 2) destacó que «la referencia a la legislación vigente en el art. 25.1 de la Constitución, tiene un alcance diferente, al menos, en lo que se refiere a la tipificación del ilícito, cuando se trata de la determinación de contravenciones "faltas", en el seno de una relación de sujeción especial, como es la de los internos en establecimientos penitenciarios. En estos casos la reserva de Ley cumple principalmente una función de garantizar la seguridad jurídica, de modo que los internos puedan disponer de informaciones suficientes sobre las normas jurídicas aplicables en un determinado caso, y la norma debe formularse con la suficiente precisión para que el interno pueda prever razonablemente las consecuencias que puedan derivar de una determinada conducta. El interno se integra en una institución preexistente y que proyecta su "autoridad" sobre quienes, al margen de su condición común de ciudadanos, adquieren el status específico de individuos sujetos a un poder público que no es el que, con carácter general, existe sobre el común de los ciudadanos. En virtud de esa sujeción especial, y en virtud de la efectividad que entraña ese sometimiento singular al poder público, el ius puniendi no es el genérico del Estado, y en tal medida la propia reserva de Ley pierde parte de su fundamentación material, dado el carácter en cierto modo insuprimible de la potestad reglamentaria, expresiva de la capacidad propia de autoordenación correspondiente, para determinar en concreto las previsiones legislativas abstractas sobre las conductas identificables como antijurídicas en el seno de la institución. Claro está que también a estas relaciones de sujeción especial sigue siendo aplicable el art. 25.1, y obviamente el principio de legalidad del art. 9.3 de la Constitución. Pero ello en este caso no puede tener el mismo alcance que en la potestad sancionadora general de la Administración ni mucho menos que respecto a las sanciones penales. Desde luego una sanción carente de toda base normativa legal devendría, incluso en estas relaciones, no sólo conculcadora del principio objetivo de legalidad, sino lesiva del derecho fundamental considerado, pero esa base normativa legal también existiría cuando la Ley, en este caso la Ley General Penitenciaria (arts. 42 y siguientes), se remita, en la especificación y gradación de las infracciones, al Reglamento. Ello permite reconocer la existencia de la necesaria cobertura de la potestad sancionadora en una norma con rango de Ley, y por ello debe rechazarse esta pretensión del recurrente.»

Sanción de aislamiento en celda

La STC 2/1987, de 21 de enero, señala que «la sanción de aislamiento en celda, como tal y de acuerdo con las garantías que para su imposición y aplicación establece la legislación penitenciaria vigente, no puede ser considerada como una pena o trato inhumano o degradante». Para ello argumenta que «no cabe duda que cierto tipo de aislamientos en celdas "negras", el confinamiento absolutamente aislado o cerrado es una forma de sanción que envuelve condiciones manifiestamente inhumanas, atroces y degradantes, y por ello han venido siendo vedados en los más modernos sistemas penitenciarios. De ahí las restricciones que la Ley y el Reglamento Penitenciario establecen para la aceptación, residual, de este tipo de sanción. Según el art. 42 de la Ley General Penitenciaria, en principio "no podrá exceder de catorce días" (aunque con posible incremento en la mitad de su máximo en los casos de repetición de la infracción) y, además, en caso de acumulación de sanciones de este tipo no podrá excederse de cuarenta y dos días consecutivos. Además sólo será de aplicación "en los casos en que se manifieste una evidente agresividad o violencia por parte del interno, o cuando éste, reiterada y gravemente, altere la normal convivencia en el Centro". Su ejecución se somete también a condiciones muy estrictas: la celda ha de ser de análogas características a las restantes del establecimiento normalmente en el compartimento que habitualmente ocupe el interno; se cumplirá con informe y vigilancia médica; se suspende en caso de enfermedad; no se aplica a las madres gestantes; el recluso disfrutará de una hora de paseo en solitario; puede recibir una visita semanal; y sólo se le limita la posibilidad de recibir paquetes del exterior, y de adquirir ciertos artículos del economato (arts. 43 de Ley General Penitenciaria y 112 del Reglamento General Penitenciario). Esta regulación legal restrictiva supone, por un lado, que este tipo de sanción no es una más de las que están a disposición de las autoridades penitenciarias, sino que sólo debe ser utilizada en casos extremos, y en segundo lugar que esta sanción se reduce a una confinación separada, limitando la convivencia social con otros reclusos, en una celda con condiciones y dimensiones normales, llevar una vida regular, y que se le pueda privar de aquellos beneficios (biblioteca, posesión de radio, etc.) abiertos a los demás internos. La Comisión de Estrasburgo en bastantes casos ha tenido ocasión de examinar quejas relativas a este tipo de confinamiento aislado, y su posible colisión con el art. 3 del Convenio de Roma. De acuerdo a la Comisión el confinamiento solitario, debido a exigencias razonables, no constituye, de por sí, un tratamiento inhumano o degradante, sólo cuando por las condiciones (alimentación, mobiliario, dimensiones de la celda), circunstancias (de acceso a biblioteca, periódicos, comunicaciones, radio, control médico) y duración, se llegue a un nivel inaceptable de severidad, y si ha dicho que un confinamiento prolongado solitario es indeseable, ello ha sido en supuestos en los que la extremada duración de tal confinamiento superaba, mucho más allá, el máximo legal previsto de cuarenta y dos días en nuestra legislación penitenciaria. No es la sanción en sí, sino el conjunto de circunstancias y condiciones de su aplicación, incluyendo su particular forma de ejecución, el carácter más o menos estricto de la medida, su duración, el objeto perseguido y sus efectos en la persona en cuestión, los que podrían hacer en concreto de esa sanción una infracción del art. 3 del Convenio de Roma (decisión Adm. Com. Ap. 8.395/1978, de 16 de diciembre de 1981)».






Artículo 43 




1. La sanción de aislamiento se cumplirá con informe del Médico del establecimiento, quien vigilará diariamente al interno mientras permanezca en esa situación, informando al Director sobre su estado de salud física y mental y, en su caso, sobre la necesidad de suspender o modificar la sanción impuesta.

2. En los casos de enfermedad del sancionado, y siempre que las circunstancias lo aconsejen, se suspenderá la efectividad de la sanción que consista en internamiento en celda de aislamiento, hasta que el interno sea dado de alta o el correspondiente órgano colegiado lo estime oportuno, respectivamente.

3. No se aplicará esta sanción a las mujeres gestantes y a las mujeres hasta seis meses después de la terminación del embarazo, a las madres lactantes y a las que tuvieran hijos consigo.

4. El aislamiento se cumplirá en el compartimento que habitualmente ocupe el interno, y en los supuestos de que lo comparta con otros o por su propia seguridad o por el buen orden del establecimiento, pasará a uno individual de semejantes medidas y condiciones.



Concordancias

- RP: 253 a 255 y 277.2 f).






Artículo 44 




1. Las sanciones disciplinarias serán impuestas por el correspondiente órgano colegiado cuya organización y composición serán determinadas en el Reglamento.

2. Ningún interno será sancionado sin ser previamente informado de la infracción que se le atribuya y sin que se le haya permitido presentar su defensa, verbal o escrita.

3. La interposición de recurso contra resoluciones sancionadoras suspenderá la efectividad de la sanción, salvo cuando por tratarse de un acto de indisciplina grave la corrección no pueda demorarse. Los recursos contra resoluciones que impongan la sanción de aislamiento en celda serán de tramitación urgente y preferente.



Concordancias

- RP: 232.1, 240 a 251 y 277.

- RP 1981: 108 y primer párrafo del 124.

- LRJAP-PAC: 111.

- Instrucción 1/2005 GP: Actualización de la instrucción 19/1996, relativa a las oficinas de régimen, cumplimiento de condenas y régimen disciplinario.

Comentarios

Órgano competente para sancionar

Si bien el artículo 44.1 de la LOGP establece que las sanciones disciplinarias serán impuestas por el correspondiente órgano colegiado cuya organización y composición serán determinadas en el RP, el artículo 251.1 c) del RP atribuye competencia al Director del establecimiento penitenciario para la resolución de expedientes disciplinarios tramitados por el procedimiento abreviado para faltas leves.

Efectos de la interposición de recursos

El artículo 111 de la LRJAP-PAC, que establece que La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado, regla contraria a la establecida en el ámbito penitenciario.

Jurisprudencia

Ejercicio de la potestad disciplinaria

La STC 2/1987, de 21 de enero, recogiendo la doctrina sentada por la STC 74/1985, de 18 de junio, ha destacado que el interno de un Centro penitenciario está, respecto a la Administración Penitenciaria, en una relación de sujeción especial de la que deriva una potestad sancionatoria disciplinaria y que no tiene nada de anómalo ni de lesivo contra los derechos constitucionalizados en el art. 24.1 el que el órgano competente para imponer sanciones sea la Junta de Régimen y Administración -hoy Comisión Disciplinaria-, órgano no jurisdiccional, sino administrativo. «Es normal y aún necesario que cuando la Administración, en este caso la penitenciaria, actúa en ejercicio de su potestad disciplinaria sean órganos administrativos los que la ejerzan, respecto a los cuales no es exigible esa neutralidad o imparcialidad en su composición que el recurrente reclama». Argumenta de la siguiente forma: «El art. 25.3 de la Constitución prescribe, ciertamente, que la "Administración Civil no podrá imponer sanciones que, directa o indirectamente, impliquen privación de libertad", pero esta prevención constitucional no puede dejar de ponerse en relación, para comprenderla rectamente, con el contenido del derecho fundamental garantizado en el art. 17.1 de la misma Constitución reconocido también en el art. 5.1 del Convenio de Roma, que preservan el común Status Libertatis que corresponde, frente a los poderes públicos, a todos los ciudadanos. Tal status sin embargo, queda modificado en el seno de una situación especial de sujeción como la presente, de tal manera que, en el ámbito de la institución penitenciaria, la ordenación del régimen al que quedan sometidos los internos no queda limitado por el ámbito de un derecho fundamental que ha perdido ya, en ese ámbito específico, su contenido propio, según claramente se deriva, por lo demás de lo dispuesto en el apartado segundo de este citado art. 25. La libertad que es objeto del derecho fundamental resultó ya legítimamente negada por el contenido del fallo de condena, fallo que, por lo mismo, determinó la restricción temporal del derecho fundamental que aquí se invoca. Así lo ha reconocido también la Comisión de Estrasburgo cuando ha afirmado que las condiciones normales de la vida en prisión "no constituyen una privación de libertad con independencia de la libertad de acción de que el prisionero pueda gozar dentro de la prisión. De este modo las medidas disciplinarias aplicables contra el que está cumpliendo una Sentencia no pueden considerarse constitutivas de privación de libertad, porque tales medidas son tan sólo modificaciones de su detención legal", por lo que tales medidas "no están cubiertas por los términos del art. 5.1" (Dec. Adm. Com. Ap. 7754/1977, de 9 de mayo de 1977). Al estar ya privado de su libertad en la prisión, no puede considerarse la sanción como una privación de libertad, sino meramente como un cambio en las condiciones de su prisión; como ha dicho nuestra doctrina "no es sino una mera restricción de la libertad de movimientos dentro del establecimiento añadida a una privación de libertad impuesta exclusivamente por Sentencia judicial". Tampoco pueden considerarse privación de libertad las consecuencias indirectas que las sanciones disciplinarias, del tipo que sean, puedan tener en la pérdida de beneficios de remisión de penas, pues ello no supone ninguna "privación de libertad" sobre y por encima de la originaria impuesta por el Tribunal, y además la pérdida de remisión no viene impuesta por la Junta, sino que tiene su origen en la pérdida de uno de los requisitos legales que la normativa legal establece para poder obtener el beneficio de la remisión de pena.» Ver también STC 190/1987 (FJ 4).

Garantías del artículo 24.2 de la CE en el procedimiento disciplinario penitenciario

Sobre la extensión de las garantías del art. 24.2 CE, en particular del derecho a la prueba, al procedimiento administrativo sancionador y, más concretamente, al procedimiento disciplinario penitenciario el TC tiene una reiterada doctrina constitucional, que constituye ya un consolidado cuerpo jurisprudencial y que se ha reiterando y sintetizando, entre otras muchas resoluciones, en las SSTC 2/1987, de 21 de enero (FJ 6); 297/1993, de 18 de octubre (FJ 3); 97/1995, de 20 de junio (FJ 2); 195/1995, de 19 de diciembre (FJ 7); 128/1996, de 9 de julio (FJ 5); 169/1996, de 29 de octubre (FJ 7) 35/1997, de 25 de febrero (FJ 5); 39/1997, de 25 de febrero (FJ 6); 83/1997, de 25 de febrero (FJ 2); 181/1999, de 11 de octubre (FJ 2); 81/2000, de 27 de marzo (FJ 2); 157/2000, de 12 de junio (FJ 2); 27/2001, de 29 de enero (FJ 8); 116/2002, de 20 de mayo (FJ 4); 236/2002, de 9 de diciembre (FJ 2); 9/2003, de 20 de enero, FJ 2; 91/2004, de 19 de mayo (FF.JJ. 3 y 5), 316/2006, de 15 de noviembre (FJ 3) y 66/2007, de 27 de marzo de 2007 (FJ 3).

De una forma resumida podemos afirmar que constituye reiterada doctrina del TC, desde la STC 18/1982, de 18 de junio, que las garantías contenidas en el art. 24.2 CE son aplicables no sólo al proceso penal, sino también, con las matizaciones derivadas de su propia naturaleza, a los procedimientos administrativos sancionadores y, en concreto, al procedimiento disciplinario penitenciario, ámbito en el hemos afirmado que estas garantías deben aplicarse con especial vigor, al considerar que la sanción supone una grave limitación de la ya restringida libertad inherente al cumplimiento de una pena, sin que la relación de sujeción especial del interno en un establecimiento penitenciario pueda implicar la privación de sus derechos fundamentales, en los términos previstos en el art. 25.2 CE. Y, precisando el alcance de las matizaciones debidas a que se trata de procedimientos sancionadores y no del proceso penal, ha mantenido que, entre las garantías aplicables exart. 24.2 CE en los procedimientos sancionadores en el ámbito penitenciario, se encuentran el derecho a la defensa y a la asistencia letrada, el derecho a la utilización de los medios de prueba pertinentes y el derecho a la presunción de inocencia. También se ha pronunciado el TC sobre el derecho a un proceso público en el ámbito sancionador, estableciendo que no es aplicable en su integridad el artículo 24.2 CE a los procedimientos administrativos disciplinarios, y no puede decirse que para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del artículo 24 los procedimientos disciplinarios tengan que ser públicos. Además, incluso para las actuaciones judiciales la regla del carácter público del proceso puede sufrir excepciones, como establece nuestra legislación, y como admite también el artículo 6.1 del Convenio de Roma. Estas razones pueden también justificar, en el caso del régimen penitenciario, el carácter no abierto al público de las sesiones de audiencia en el procedimiento disciplinario (SSTC 2/1987, 190/1987 y 192/1987).

Momento de presentación del recurso

Ver reseña de jurisprudencia al artículo 50 de la LOGP.

Efectos de la interposición por un interno de un recurso contra una resolución sancionadora

Sobre los efectos de la interposición por un interno de un recurso contra una resolución sancionador, la STC 186/2003, de 27 de octubre, estableció que «no puede traducirse en un perjuicio para el mismo, ni hacerle de peor condición que al interno que, en las mismas condiciones, no recurre contra idéntica sanción. Entender lo contrario sería tanto como penalizar, con un aumento del tiempo de baja en redención de pena, a quien no hace sino ejercitar un derecho fundamental, el de acceso a la tutela judicial efectiva en su modalidad de acceso a los recursos, en defensa de otro derecho fundamental, el de no estar privado de libertad sino en los casos y en la forma previstos en la ley. El propio art. 44.3 LOGP, al prever con carácter general que la interposición de un recurso contra una disposición sancionadora suspende la efectividad de dicha sanción, constituye una base legal de la que, por el contrario, cabe deducir que dicha suspensión abarca las consecuencias gravosas que para el sancionado pudieran derivarse de la ejecución inmediata de dicha sanción, entre las que figuraría la pérdida del beneficio de redención de penas por el trabajo durante todo el período de cumplimiento de la misma y hasta tanto no fuera cancelada. Únicamente esta interpretación resulta coherente con el derecho del sancionado a no verse perjudicado por motivo del ejercicio de su derecho a la interposición de cuantos recursos fueran pertinentes en términos de defensa de sus intereses, siendo asimismo la única compatible con las reglas de la lógica por cuanto, pese a no darse esta circunstancia en el presente caso, a ellas se opondría la conclusión de que el período de baja en redención de pena pudiera extenderse incluso cuando la tramitación de los recursos presentados contra una sanción de naturaleza penitenciaria se dilatara en forma excesiva por causas ajenas al recurrente, con la consiguiente repercusión en el período de tiempo de cumplimiento de la pena privativa de libertad a que hubiera sido condenado.»

Derecho a usar la lengua propia y oficial de la Comunidad Autónoma

Sobre el derecho del interno a utilizar la lengua propia y oficial de la Comunidad Autónoma la STC 190/1987, de 1 de diciembre, dijo lo siguiente:

«2. Alega el actor en primer lugar la presunta vulneración del art. 24.1 de la C.E., porque la actuación de la Junta restringió -según afirma en su escrito de alegaciones- el derecho a usar la lengua propia y oficial de la Comunidad Autónoma al condicionarse su ejercicio al hecho de su grabación y posterior traducción. Sin embargo el referido alegato carece de consistencia, ya que, como este Tribunal declaró en la STC 2/1987 (fundamento jurídico 6.°) -donde se planteó idéntica cuestión-, el derecho que la Constitución reconoce al uso del euskera, reconocido también en el Estatuto de Autonomía del País Vasco y en la Ley de normalización del euskera, es un derecho que según nuestra Sentencia 82/1986, de 26 de junio, es "de aplicación progresiva, en función de las posibilidades de la Administración en cada momento, y no puede ser exigido en su totalidad de forma inmediata". También en el presente caso, la actitud de la Junta no imposibilitó al recurrente el derecho a la defensa, y al correcto conocimiento del castellano se añade que la falta de declaración oral se debió a su actitud de no querer expresarse en dicha lengua, razón que no puede ser alegada como indefensión ocasionada por el organismo penitenciario.»


Derecho a un proceso público

Sobre la posibilidad de que las sesiones del órgano sancionador fueran públicas, en relación al artículo 24.2 de la CE, el TC se ha pronunciado en reiteradas ocasiones:


	
- «No tienen consistencia las alegaciones del recurrente sobre el carácter público del proceso porque, como se viene afirmando, no es aplicable en su integridad el art. 24.2 de la Constitución a los procedimientos administrativos disciplinarios, y no puede decirse que para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del artículo 24 los procedimientos disciplinarios tengan que ser públicos. Además, incluso para las actuaciones judiciales la regla del carácter público del proceso puede sufrir excepciones, como establece nuestra legislación, y como admite también el art. 6.1 del Convenio de Roma. Estas razones pueden también justificar, en el caso del régimen penitenciario, el carácter no abierto al público de las secciones de audiencia en el procedimiento disciplinario. En consecuencia no se ha producido en este punto una violación del artículo 24.2 de la Constitución» (STC 2/1987, de 21 de enero, FJ 6). 

	
- «Igualmente debe rechazarse la alegada violación del art. 24.2 de la C.E. sobre la base de la solicitud de que la sesión de la Junta de Régimen y Administración fuese pública en aplicación del "derecho a un proceso público", ya que, como declaramos en la citada STC 2/1987 (fundamento jurídico 6.°), el art. 24.2 de la Constitución "no es aplicable en su integridad a los procedimientos administrativos disciplinarios" y no puede decirse que para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del art. 24 tengan que ser públicos los procedimientos disciplinarios, a lo que añade que en el caso del régimen penitenciario, el carácter no abierto al público de las sesiones de audiencia se justifica, además, por las propias excepciones que puede sufrir el carácter público del proceso, según establece nuestra legislación y admite el art. 6. 1 del Convenio de Roma» (STC 190/1987, de 1 de diciembre, FJ 3). «d) Carecen, asimismo, de consistencia las alegaciones del recurrente sobre el carácter público del procedimiento a que fue sometido, pues no sólo el art. 24.2 de la C.E. no es aplicable en su integridad a los procedimientos administrativos disciplinarios, ni puede decirse que necesariamente desde la perspectiva constitucional, tengan éstos que ser públicos, sino que también la regla del carácter público del proceso, incluso cuando es judicial, puede sufrir excepciones, como establece nuestra legislación y admite el art. 6.1 del Convenio de Roma. Esta doctrina resulta de adecuada y especial aplicación al régimen penitenciario, cuyas características de sistema de privación de libertad, regido por un principio de disciplina indispensable para el mantenimiento del orden dentro del establecimiento carcelario, justifican el carácter no abierto al público de las sesiones de audiencia que la Junta celebre en tramitación de los procedimientos sancionadores» (STC 192/1987, de 2 de diciembre, FJ 2). 










Artículo 45 




1. Sólo podrán utilizarse, con autorización del Director, aquellos medios coercitivos que se establezcan reglamentariamente en los casos siguientes:

a) Para impedir actos de evasión o de violencia de los internos.

b) Para evitar daños de los internos a sí mismos, a otras personas o cosas.

c) Para vencer la resistencia activa o pasiva de los internos a las órdenes del personal penitenciario en el ejercicio de su cargo.

2. Cuando ante la urgencia de la situación se tuviere que hacer uso de tales medios se comunicará inmediatamente al Director, el cual lo pondrá en conocimiento del Juez de Vigilancia.

3. El uso de las medidas coercitivas estará dirigido exclusivamente al restablecimiento de la normalidad y sólo subsistirá el tiempo estrictamente necesario.

4. En el desempeño de sus funciones de vigilancia los funcionarios de instituciones penitenciarias no podrán utilizar armas de fuego.



Concordancias

- LOGP: DF primera.

- RP: 72 y 188.3.

- RPE: 64 a 69.

- Instrucción 14/1999 SA: Parte médico de asistencia sanitaria por lesiones.

- Instrucción 18/2007 TGP-SA-IP: Instrucción sobre sujeciones mecánicas.

- Instrucción 12/2011 TGP: Internos de especial seguimiento/medidas de seguridad.

Comentarios

Uno de los principios generales más importantes de la legislación penitenciaria es la prohibición de malos tratos de palabra u obra a los internos (artículo 6 LOGP). Principio que reitera y amplía el artículo 4.1, apartado a), RP al establecer el derecho de los internos a que la administración penitenciaria vele por sus vidas, su integridad y su salud, sin que puedan, en ningún caso, ser sometidos a torturas, a malos tratos de palabra o de obra, ni ser objeto de un rigor innecesario en la aplicación de las normas.

La utilización de medios coercitivos dentro de los centros penitenciarios puede resultar imprescindible en supuestos puntuales, pero también su uso habitual e incontrolado puede ser una vía fácil de conculcar los principios anteriormente enunciados, por lo que los textos internacionales, aún reconociendo que se disponga de la posibilidad de utilizar tales medios, los someten a un estricto régimen jurídico.

Así, por ejemplo, las Reglas Penitenciarias Europeas de 2006 dedican las reglas 64 a 67 a la utilización de medios coercitivos, mientras que las reglas 68 y 69 regulan la utilización de medios violentos y de armas.

En ellas se prohíbe al personal penitenciario utilizar la fuerza contra los detenidos, salvo en caso de legitima defensa, de tentativa de evasión o de resistencia activa o pasiva a una orden lícita, pero siempre como último recurso. La fuerza utilizada debe de corresponder con el mínimo necesario y debe imponerse por un período de tiempo también lo más corto posible, debiendo regularse los medios a utilizar, las circunstancias en las que procede su uso, las personas habilitadas a tal fin, quien decide su utilización y los informes que deben emitirse tras su uso. También establecen que el empleo de cadenas o de hierros debe estar prohibido, así como de grilletes, camisas de fuerza y otros medios de maniatar a una persona, salvo que los mismos sean necesarios como medida de precaución contra una fuga durante un traslado o por orden del director cuando otros métodos de control no son recomendables para impedir que el detenido se lesione, lesione a terceros o provoque graves daños materiales, siempre que el director prevenga de forma inmediata al médico e informe de ello a las autoridades penitenciarias superiores, limitando su aplicación al tiempo estrictamente necesario y debiendo estar determinadas las formas de utilización en las normas interiores con precisión.

Reglas similares se encontraban también en el conjunto de Reglas Mínimas para el Tratamiento de Detenidos, aprobadas en 1973 por el Consejo de Europa (reglas 33 y 34) y en las Reglas Penitenciarias Europeas de 1973 (reglas 39 y 40).

Por último proscribe el uso de armas dentro de los centros por el personal penitenciario (salvo casos de urgencia operativa), así como su tenencia visible, salvo puntuales excepciones.

La legislación penitenciaria española no es ajena a los criterios allí establecidos, regulando en el artículo 45 de la LOGP los supuestos en que pueden emplearse y en el artículo 72 del RP los medios que pueden utilizarse. Igualmente en ambos artículos se establecen las condiciones y garantías para su uso.

Jurisprudencia

La Sala Tercera del TS, en Sentencia de 18 de octubre de 2005, estimó parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la desestimación presunta, por silencio, del Ministerio del Interior de la reclamación de indemnización en concepto de responsabilidad patrimonial por fallecimiento de un interno (que se negaba a seguir el tratamiento prescrito) a causa del síndrome de inmunodeficiencia adquirida contraído en dependencias penitenciarias, por no ser ajustada a derecho; y declaró el derecho del recurrente a percibir una indemnización de dos millones de pesetas -12.020,24 euros-, por responsabilidad patrimonial de la Administración, más los intereses legales desde la fecha de la reclamación en vía administrativa, con la siguiente argumentación:


«Ciertamente, el deber de la Administración de velar por la vida de los internos en los centros penitenciarios se infiere de los artículos 3, 14, 22, 40 y 45 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, así el artículo 3 establece que "la administración penitenciaria velará por la vida, integridad y salud de los internos" y el artículo 40 señala que "la asistencia media y sanitaria estará asegurada por el reconocimiento inicial de los ingresados y los sucesivos que reglamentariamente se determinen" y, por su parte, el artículo 45 legitima "la utilización de medios coercitivos, cuando sean necesarios, para evitar daños a los internos a sí mismos...", lo cual permite derivar una posición de garante a la Administración en este ámbito, y esa obligación de evitar constituye el presupuesto lógico de la autorización para el ejercicio de la coacción; a su vez, el artículo 138 del Reglamento Penitenciario, a la sazón vigente, establece que "la asistencia médica en los establecimientos penitenciarios tendrá por finalidad la prevención de enfermedades o accidentes, la asistencia o curación y la rehabilitación física o mental de los internos por medio de los servicios sanitarios e higiénicos".

En el supuesto que enjuiciamos, y sin necesidad de integrar otros hechos a los ya declarados probados por la Sala de instancia, observamos que aunque fue correcta la actuación de los servicios médico-sanitarios en el reconocimiento, diagnóstico y seguimiento de las enfermedades que padecía el hijo del recurrente, antes y durante su internamiento, sin embargo tuvieron que adoptar ante las reiteradas negativas de aquel a someterse a la medicación que se le diagnosticaba, las medidas reglamentarias oportunas con la correspondiente autorización de la Dirección del centro penitenciario, a fin de que se cumpliera el tratamiento indicado; por ello, entendemos debe ser admitido este motivo de casación, y de conformidad con lo establecido en el artículo 95.1 c) de la Ley Jurisdiccional, casamos la sentencia impugnada, por apreciar una concurrencia de culpas, siquiera sea con una desproporcionada intensidad entre la actuación del interno, que estaba obligado a seguir según el artículo 19 del Real Decreto 120/1981, de 8 de mayo de 1981, las normas de sanidad y los servicios médicos penitenciarios, al no adoptar, exigir e imponer el tratamiento profiláctico recetado para las infecciones clínicamente detectadas, que aquél se negó a recibir.
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